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I. Introducción (*)

El 28 de marzo de 2020, aproximadamen-
te dos semanas después del comienzo de los 
confinamientos impuestos en todo el mundo 
para reducir la propagación de la pandemia 
de COVID-19, el periódico The Guardian 
señalaba en uno de sus titulares que “Los 
confinamientos en todo el mundo provocan 
un aumento de la violencia doméstica”, espe-
cificando en el subtítulo que “Los activistas 
dicen que el patrón de aumento de los abu-
sos se repite en cada país, desde Brasil hasta 
Alemania” (The Guardian, 2020; esta y todas 
las traducciones de este artículo son nues-
tras) (1). Unos días después, el 12 de abril de 
2020, un artículo editorial del Journal of Cli-
nical Nursing planteaba argumentos simila-
res (Bradbury-Jones & Isham, 2020). Citando 
como ejemplos un homicidio conyugal re-
gistrado en España cinco días después del 
comienzo del confinamiento y “… un mayor 
número de homicidios domésticos en el Rei-
no Unido desde que los confinamientos res-
tringieron la movilidad”, ese artículo editorial 
advertía que “Las nuevas cifras de homici-

dios subrayan las graves y potencialmente 
devastadoras consecuencias imprevistas de 
la pandemia para las víctimas-supervivien-
tes del maltrato” (Bradbury-Jones & Isham, 
2020, p. 2048). El razonamiento hipotéti-
co-deductivo que subyace a esta preocupa-
ción mundial es fácilmente comprensible: 
la convergencia en un espacio reducido y 
durante un período de tiempo prolongado 
de víctimas y agresores potenciales, combi-
nada a la ausencia de control social formal, 
debería producir un aumento de los delitos 
de violencia doméstica. Designaremos a esta 
hipótesis como hipótesis situacional, puesto 
que no se basa en el móvil del delincuen-
te sino en la situación en que se produce el 
delito. Probablemente porque está fundada 
en el sentido común, esta hipótesis fue apo-
yada por expertos de diferentes disciplinas 
y reproducida en los periódicos más presti-
giosos, normalmente acompañada de evi-
dencias anecdóticas similares a las citadas 
anteriormente.

En criminología, esta línea de razona-
miento fue formalizada en el enfoque de las 

actividades cotidianas de Cohen y Felson 
(1979). Esta teoría ha sido objeto de nume-
rosas críticas —resumidas por McLaughlin 
(2019b, p. 466)— pero en el contexto de la 
pandemia no pudimos encontrar ni rastro de 
ellas en el discurso público. Tampoco asis-
timos a declaraciones públicas de teóricos 
construccionistas o posmodernos tranquili-
zando a las potenciales víctimas confinadas 
con su clásico discurso de que “el crimen no 
existe” (Hulsman, 1986; Christie, 2004). A ve-
ces, la realidad golpea con fuerza.

La relevancia de este aparente consenso 
sobre las condiciones que generan un au-
mento de la violencia doméstica no debe ser 
subestimada. En efecto, se trata del tipo de 
consenso que puede proporcionar el apo-
yo necesario para introducir modificacio-
nes en el derecho penal y en las políticas 
criminales aplicadas para prevenir ese tipo 
de delincuencia. La pregunta que surge en-
tonces es la de saber si la evidencia empíri-
ca corrobora el razonamiento que subyace 
a ese consenso (2). En ese contexto, alguien 
podría objetar, como lo hizo un revisor anó-

nimo de este artículo, que la duración de la 
exposición al riesgo de convertirse en vícti-
ma —incrementada por el hecho de que los 
confinamientos obligaban a las parejas a pa-
sar más tiempo juntas— no desempeña ne-
cesariamente un papel en el marco teórico 
del enfoque de las actividades rutinarias. Si 
ese fuera el caso, entonces los confinamien-
tos no deberían producir un aumento de las 
agresiones domésticas (3). Mantendremos 
esa posibilidad como hipótesis alternativa, 
aunque no hemos encontrado rastros de ella 
en la literatura sobre el efecto de la pande-
mia de COVID-19 en la delincuencia (4). En-
tre tanto, la principal pregunta de investiga-
ción de este artículo es la siguiente: ¿La hi-
pótesis situacional es corroborada o no por 
los datos recogidos durante el primer año 
de la pandemia? Intentaremos responder 
a esta cuestión centrándonos en la forma 
más extrema de violencia contra las muje-
res y utilizando datos de seis países que no 
son estudiados con frecuencia en la literatu-
ra criminológica internacional. La razón de 
estas elecciones se explica en los próximos 
apartados.

Especial para La Ley. Derechos reservados (Ley 11.723)
(*) Este artículo fue publicado originariamente en inglés 

el 26 de noviembre de 2021 bajo el título “Against All Odds, 
Femicide Did Not Increase During the First Year of the 
COVID-19 Pandemic: Evidence from six spanish-speaking 
countries” en el Journal of Contemporary Criminal Justice 
(de SAGE Publications), vol. 37, nº 4, © The Authors, con 
DOI https://doi.org/10.1177/10439862211054237. La ver-
sión original fue publicada en Acceso Libre (Open Acces) 
y se encuentra disponible en esta dirección: https://jour-
nals.sagepub.com/doi/10.1177/10439862211054237. La 
publicación se realizó bajo una licencia Creative Commons 
4.0 (CC BY 4.0) que permite su reproducción en la medida 

en que se cite la fuente original con los detalles incluidos 
en las frases precedentes. La traducción y adaptación al 
castellano fue realizada por los autores (Marcelo F. Aebi, 
Lorena Molnar y Francisca Baquerizas). 

(1) El periódico The New York Times publicó un artículo 
similar el 6 de abril de 2020 —artículo que fue actualiza-
do el 14 de abril del mismo año— en el que se afirma que 
“A medida que las cuarentenas entran en vigor en todo 
el mundo, este tipo de terrorismo íntimo —un término 
que muchos expertos prefieren al de violencia domésti-
ca— está floreciendo”, y se argumenta que el número de 
casos denunciados a las autoridades y las llamadas te-
lefónicas a las líneas de ayuda estaban aumentando en 

China, España, Francia, Italia y el Reino Unido (The New 
York Times, 2020).

(2) Como sugieren González y col. (2020, p. 1), la co-
rroboración de este tipo de hipótesis en el marco de la 
pandemia podría tener “importantes implicaciones en 
términos de las políticas de salud pública aplicadas 
para mitigar los efectos del virus, en la medida en que 
podría instar a los responsables políticos a poner fin a 
los confinamientos domiciliarios en un esfuerzo por 
reducir la violencia familiar y otros factores de riesgo 
social”. Las consecuencias serían mucho peores si las 
conclusiones de la investigación fueran inexactas, ya 
que la anulación de los confinamientos domiciliarios de 

forma prematura “podría dar lugar, en última instancia, 
a más muertes provocadas por el COVID” (González y 
col., 2020, p. 1).

(3) Según este punto de vista, la teoría de las activida-
des cotidianas sería más adecuada para explicar los deli-
tos entre extraños que aquellos entre familiares (en este 
sentido, véase Miró, 2014).

(4) Por el contrario, criminólogos como Piquero y col. 
(2020) aplicaron la teoría de las actividades cotidianas 
para predecir un aumento de los casos de violencia do-
méstica como consecuencia de los confinamientos, lo 
que se corresponde con la hipótesis situacional testeada 
en este artículo.
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la violencia doméstica (conocido como Con-
venio de Estambul), que establece que “por 
‘violencia contra las mujeres por razones de 
género’ se entenderá toda violencia contra 
una mujer porque es una mujer o que afecte a 
las mujeres de manera desproporcionada’. La 
noción de matar a una mujer por el hecho de 
serlo —cuya operacionalización sigue siendo 
un misterio— también aparece en los códi-
gos de Panamá y Paraguay. Estos dos países, 
junto con Argentina y México, utilizan defi-
niciones amplias de femicidio. En Argentina, 
por ejemplo, se promulgó en 2009 una Ley de 
Protección Integral a las Mujeres (ley 26.485), 
cuyo art. 4 define la violencia contra las mu-
jeres como toda conducta, acción u omisión, 
en el ámbito privado o público, por parte de 
particulares, del Estado o de sus agentes, que 
se base en una relación desigual de poder y 
que afecte la vida, la libertad, la dignidad, la 
integridad (ya sea física, psicológica, sexual, 
económica o patrimonial), la participación 
política o la seguridad personal de una mujer 
(6). La noción de relación de poder desigual 
también aparece como una de las razones que 
califican el delito como femicidio en los códi-
gos penales de Panamá y Paraguay, que ade-
más consideran a los asesinatos cometidos 
por familiares como femicidios. Aún más, en 
México, la existencia de una relación de afec-
to o confianza es suficiente para considerar el 
asesinato como un femicidio. Los tres últimos 
países no exigen que el autor sea un hombre, 
aunque en la práctica los femicidios perpetra-
dos por mujeres no han atraído la atención 
de los investigadores y parecen ser extrema-
damente difíciles de probar, especialmente 

si es necesario establecer que una mujer fue 
victimizada por otra mujer debido a su sexo o 
género.

La Tabla 2 permite también apreciar que 
incluso las definiciones más amplias de fe-
micidio no incluyen todos los casos en los 
que una mujer es asesinada. Por ejemplo, en 
2018, hubo en México 893 femicidios por un 
total de 3.769 mujeres víctimas de homici-
dio. Este último número corresponde a una 
tasa de aproximadamente tres mujeres ase-
sinadas por cada 100.000 habitantes, que es 
la más alta observada en los países de nues-
tra muestra (7). Lógicamente, los femicidios 
no son presentados como tasas debido a 
las diferencias en las definiciones. También 
puede observarse en la Tabla 2 que existen 
grandes disparidades en las penas de pri-
sión por femicidio. Estas van desde un máxi-
mo de 15 años en España, 20 en Chile, 30 en 
Panamá y Paraguay, y 60 en México, hasta la 
cadena perpetua en Argentina.

Por último, hay dos características comunes 
a todas estas definiciones. En primer lugar, no 
distinguen entre sexo (biológico o asignado al 
nacer) y género (rol sociocultural), utilizando 
la segunda denominación para ambos con-
ceptos. En segundo lugar, cuando se refieren a 
una relación anterior, no exigen que esta haya 
finalizado dentro de un determinado lapso 
(por ejemplo durante el último año o durante 
los últimos cinco años). Por lo tanto, si se las 
interpreta literalmente, estas definiciones im-
plican que, ante la ley, cada relación vincula a 
las personas implicadas de por vida.

Tabla 2. Definiciones legales de femicidio, sanciones por femicidio y homicidio simple, nú-
mero de femicidios, y número (y tasa por 100.000 habitantes) de mujeres víctimas de homi-
cidio en seis países de habla castellana

País Ley
[a]

Sanción
[a]

Definición
[a]

Sanción 
por ho-
micidio 
simple 
(pena 

de 
prisión 
de...) 

[a]

Número 
[y tasa 

por 
100.000 
habitan-
tes] de 

mujeres 
víctimas 
de homi-
cidio en 
2018 [b]

Femici-
dios en 

2018
[c]

Argen-
tina

Art. 80 
CP y art. 4 
ley 26 485

Prisión 
perpe-
tua

La víctima del homicidio es una mujer, 
el autor es un hombre y hay “violencia 
de género”. Esta última implica actos 
u omisiones basados en una “relación 
desigual de poder” que afectan a la 
mujer de cualquier manera.

8 a 25 
años

391
[0,88 por 
100.000 
hab.]

281

Chile Art. 390 
bis CP

Prisión 
de 17 a 
20 años, 
o prisión 
perpe-
tua

Femicidio [definición restringida]: La 
víctima es una mujer y el autor un 
hombre que (1) es o ha sido su cón-
yuge, conviviente o padre de un hijo 
en común, o (2) tiene o ha tenido con 
la víctima una relación sentimental o 
sexual sin convivencia.

10 a 15 
años

94
[0,5 por 
100.000 
hab.] 

41

México Art. 325 
CP

Prisión 
de 40 a 
60 años, 
más
500 a 
1.000 
días de 
multa

Feminicidio [definición amplia, orto-
grafiado como feminicidio]: La víctima 
es una mujer y el autor (hombre o 
mujer) la ha matado por “razones de 
género”. Estas razones existen cuan-
do existía una relación sentimental, 
afectiva o de confianza con el agre-
sor, o la víctima fue agredida física o 
sexualmente, o fue amenazada, mal-
tratada o agredida con anterioridad 
por el agresor (en el ámbito familiar, 
laboral o escolar), o su cadáver fue 
expuesto públicamente.

12 a 24 
años

3769
[2,99 por 
100.000 
hab.]

893

Pana-
má

Art. 132-A 
CP

Prisión 
de 25 a 
30 años 

Femicidio [definición amplia]: La víctima 
es una mujer y el agresor (hombre o 
mujer) es la pareja, un pretendiente 
rechazado o un familiar, o existe una 
relación de subordinación, superioridad 
o confianza, o una vulnerabilidad física 
o psíquica de la víctima, o la víctima 
está embarazada, o es victimizada por 
su condición de mujer o en un contexto 
de relaciones desiguales de poder, o 
delante de sus hijos, por venganza o 
utilizando rituales, o en el marco de una 
agresión sexual, o hay menosprecio o 
abusos anteriores al femicidio o faltas 
de respeto al cadáver de la víctima.

10 a 20 
años

37
[0,89 por 
100.000 
hab.]

20

II. Una contribución empírica a la crimino-
logía del Sur

Se ha vuelto relativamente común criticar 
el hecho de que los criminólogos centren sus 
investigaciones en el llamado Norte Global 
(véase, por ejemplo, Carrington y col., 2018). 
Sin entrar en un debate conjetural sobre las 
razones de ese estado de cosas, consideramos 
obvio que hay una carencia de investigación 
empírica en el llamado Sur Global y que es 
necesario empezar a colmar esa brecha.

Esa es una de las razones por las que decidi-
mos utilizar para esta investigación una mues-
tra compuesta predominantemente por na-
ciones latinoamericanas. Esta incluye cinco 
países —Argentina, Chile, México, Panamá y 
Paraguay— que han introducido una legisla-
ción específica sobre los homicidios de mu-
jeres y que publican estadísticas mensuales 
sobre ellos desde al menos 2017, lo que pro-
porciona un marco razonable para las compa-

raciones de tendencias (véase la Sección sobre 
datos y métodos). Todos ellos son países de 
habla castellana, lo que simplifica la compa-
ración con España, un país europeo que tam-
bién cumple los dos requisitos anteriores.

Con respecto a los efectos de la pandemia 
de COVID-19, los seis países estudiados no 
son una excepción al deterioro de la calidad 
de vida que esta generó en todo el mun-
do (5). Puede observarse en la Tabla 1 que, 
a mediados de marzo de 2020, todos ellos 
introdujeron confinamientos obligatorios 
para controlar la propagación del virus. Los 
datos disponibles —cuyas limitaciones son 
ampliamente conocidas (Morris & Reuben, 
2020)— sugieren que en términos de muer-
tes por coronavirus durante 2020, y teniendo 
en cuenta sus poblaciones respectivas, los 
países más afectados fueron España, Ar-
gentina, México y Panamá, y el que menos 
muertes habría sufrido fue Paraguay (véase 
Tabla 1).

Tabla 1. Indicadores relacionados con los efectos de la pandemia de COVID-19 durante 2020 
en seis países

País Infectados Fallecidos Población Porcentaje 
de 

infectados

Porcentaje 
de 

fallecidos

Fecha 
del 

confinamien-
to

Argentina 1.640.718 43.245 44.490.000 3,69 0,10 20 de marzo

Chile 618.191 16.608 18.730.000 3,30 0,09 18 de marzo

México 1.413.935 124.897 126.200.000 1,12 0,10 23 de marzo

Panamá 253.736 4.022 4.177.000 6,07 0,10 25 de marzo

Paraguay 109.073 2.262 6.956.000 1,57 0,03 20 de marzo

España 2.009.975 58.827 46.940.000 4,28 0,13 15 de marzo 

Fuente: Wordometers.info

III. ¿Femicidio, feminicidio, homicidio do-
méstico, homicidio cometido por la pareja 
masculina u homicidio de mujeres?

Todos los países estudiados recogen datos 
sobre femicidios, pero ninguno lo define de la 
misma manera. Esto no es sorprendente, en la 
medida en que la literatura científica especia-
lizada se caracteriza por presentar una diversi-
dad similar. En efecto, el aumento exponencial 
de los estudios sobre la violencia contra las 
mujeres ha llevado a una diversificación tanto 
de los términos utilizados para referirse al ase-
sinato de una mujer, como de las definiciones 
de esos términos. En el caso del femicidio, estas 
últimas van desde las etimológicas —todos los 
asesinatos en los que la víctima es una mujer— 
hasta aquellas que exigen que el asesino sea la 
pareja masculina actual o reciente de la víctima, 
pasando por definiciones que incluyen diferen-
tes tipos de relación (familiar, laboral, de convi-
vencia, o similar) entre el autor y la víctima. A 
su vez, esta diversidad afecta la comparabilidad 
de los datos sobre ese tipo de homicidio reco-
gidos en diferentes países. Por ese motivo, este 
artículo no incluye ninguna comparación tras-
nacional de las tasas de femicidio analizadas.

La Tabla 2 presenta las definiciones legales 
aplicadas en cada país así como las sancio-
nes previstas en comparación con las aplica-
das para los homicidios simples. Se incluye 
también el número total de homicidios de 
mujeres y el número de femicidios en 2018, 
último año para el que se dispone de ambos 
indicadores. Los lectores deben tener en 
cuenta que este no es un artículo de derecho 
penal comparado, de manera que no entra-
remos en las sutilezas jurídicas de cada defi-

nición. El objetivo es ilustrar las principales 
similitudes y diferencias entre las definicio-
nes. Además cabe recordar que las defini-
ciones legales no coinciden necesariamente 
con las definiciones operativas utilizadas, 
por ejemplo, por la policía en el momento 
de registrar los datos en sus estadísticas. Así 
en este estudio concreto, los datos empíricos 
de España sobre femicidios corresponden a 
una definición más restringida que la legal 
(véanse los detalles en los próximos párra-
fos), mientras que en el resto de países am-
bas definiciones parecen coincidir.

La Tabla 2 muestra que Argentina y España 
no incluyen el femicidio como delito específi-
co en sus códigos penales, aunque prevén una 
pena agravada para el hombre que mate a una 
mujer por “violencia de género” o “razones de 
género”, respectivamente. El resto de los paí-
ses incluyen un delito de este tipo, denomina-
do femicidio (en Chile y Panamá) o feminici-
dio (en México y Paraguay). Independiente-
mente de la denominación, la definición más 
restringida es la de Chile, que corresponde 
aproximadamente a lo que los investigadores 
definen como “homicidio cometido por la pa-
reja masculina” (intimate partner homicide) y 
requiere que el autor sea un hombre que sea 
o haya sido el marido, compañero o pareja 
romántica o sexual de la víctima. En España, 
los datos recogidos se basan en una definición 
operativa de femicidio que se corresponde 
con la del homicidio cometido por la pareja 
masculina, a pesar de que la definición legal 
sea mucho más amplia al combinar tres ar-
tículos del Cód. Penal y el art. 3.d del Conve-
nio del Consejo de Europa sobre prevención y 
lucha contra la violencia contra las mujeres y 

(5) Una reseña de los resultados de las investigaciones 
conducidas en diversos campos científicos concluyó que 
las medidas adoptadas para controlar el coronavirus du-
rante 2020 tuvieron efectos adversos en la economía y la 
salud mental de la población, provocando aumentos de 
la depresión, la ansiedad, el consumo de alcohol y drogas 
asi como, tal como lo habían predicho los criminólogos, 
los conflictos domésticos (Cohut, 2021).

(6) “Se entiende por violencia contra las mujeres toda 
conducta, por acción u omisión, basada en razones de 
género, que, de manera directa o indirecta, tanto en el 

ámbito público como en el privado, basada en una rela-
ción desigual de poder, afecte su vida, libertad, dignidad, 
integridad física, psicológica, sexual, económica o patri-
monial, participación política, como así también su segu-
ridad personal. Quedan comprendidas las perpetradas 
desde el Estado o por sus agentes” (art. 4, ley 26.485).

(7) Somos conscientes de que sería mejor estimar la 
tasa por cada 100.000 mujeres habitantes del país, pero 
no pudimos encontrar un indicador fiable del número de 
mujeres en la población total de cada uno de los países 
estudiados.



Miércoles 27 de abril de 2022 | 3

País Ley
[a]

Sanción
[a]

Definición
[a]

Sanción 
por ho-
micidio 
simple 
(pena 

de 
prisión 
de...) 

[a]

Número 
[y tasa 

por 
100.000 
habitan-
tes] de 

mujeres 
víctimas 
de homi-
cidio en 
2018 [b]

Femici-
dios en 

2018
[c]

Para-
guay

Art. 50 
Ley 5 777

Prisión 
de 10 a 
30 años

Feminicidio [definición amplia, or-
tografiado como feminicidio]: La 
víctima es una mujer y el agresor 
(hombre o mujer) la ha matado 
(a) por su condición de mujer y (b) es 
una pareja actual o anterior, o un 
familiar, o ha sido rechazada como 
pareja sentimental, o ha habido un 
“ciclo de violencia” o una agresión 
sexual anterior, o existe una relación 
de subordinación o afectiva, o una 
vulnerabilidad física o psicológica.

5 a 15 
años

63
[0,91 por 
100.000 
hab.]

57

España Arts. 138, 
23 y 22.4 
CP

Prisión 
de 12 a 
15 años

Homicidio agravado por una relación 
cercana o por “razones de género”. 
Estos últimos se refieren a la “violen-
cia contra las mujeres por razones 
de género”, tal como se define en el 
art. 3.d del Convenio de Estambul: 
“violencia contra una mujer porque 
es una mujer o que afecte a las muje-
res de manera desproporcionada”. 

10 a 15 
años

117
[0,25 por 
100.000 
hab.]

51

Nota: CP = Código penal
[a] Fuente: CP de cada país;
[b] Fuente: https://datosmacro.expansion.com/demografia/homicidios (con referencias);
[c] Véanse las fuentes en la Sección de Datos y Métodos.

pero ninguna evidencia de un aumento de la 
violencia física. Piquero y col. (2021) realiza-
ron una revisión sistemática que corroboró 
ese aumento moderado de la violencia infli-
gida por la pareja masculina. Estos autores 
sugieren que este pudo deberse a un incre-
mento de la tensión (en el sentido de la teoría 
contemporánea de la tensión, desarrollada 
por Robert Agnew) provocado por los efectos 
colaterales de la pandemia sobre la estabili-
dad financiera, la educación en el hogar y las 
enfermedades o muertes como consecuencia 
del coronavirus, así como por problemas de 
salud mental provocados por las imposicio-
nes de distanciamiento social. En una pers-
pectiva similar, a pesar de las dificultades que 
debían encontrar las víctimas para llamar a 
la policía mientras estaban confinadas con el 
agresor, se produjo un aumento de las llama-
das telefónicas relacionadas con la violencia 
doméstica desde el inicio de la pandemia en 
varios países, incluyendo los Estados Unidos 
(Bullinger y col., 2020) y Argentina, donde la 
línea de prevención de la violencia domés-
tica registró aumentos de entre el 16% y el 
27% durante cada mes, de abril a octubre de 
2020  (8). En ese contexto, también se puede 
argumentar que los vecinos, que se encontra-
ban igualmente confinados, pudieron haber 
actuado como guardianes idóneos, intervi-
niendo directamente o llamando a la policía 
en caso de agresión, y contribuyendo así al 
aumento de los casos de violencia infligida 
por la pareja registrados por las autoridades.

Finalmente, desde el inicio de los confina-
mientos, varios expertos asumieron que el 
femicidio seguiría la misma tendencia que 
la violencia infligida por la pareja (Boman 
& Gallupe, 2020; Kofman & Garfin, 2020; 
Lund y col., 2020, Weil, 2020) (9). Esta su-
posición parece lógica, puesto que, a pesar 
de las ya mencionadas diferencias legales, 
todas las definiciones de femicidio inclu-
yen el homicidio cometido por la pareja, 
que constituye la forma más extrema de ese 
tipo de violencia. Además, varias reseñas 
de las investigaciones empíricas —basadas 
principalmente en estudios realizados en 
los Estados Unidos— sostienen la hipótesis 
de un crescendo de la violencia doméstica, 
que comenzaría por formas no letales antes 
de llegar al homicidio. Esta hipótesis ha ins-
pirado las leyes de distintos países, así como 
diversas tentativas infructuosas de predecir 
el riesgo de femicidio. Por ejemplo, según la 
reseña de Campbell y col. (2007, p. 246), “el 
principal factor de riesgo de homicidio co-
metido por la pareja, independientemente 
de que se mate a una mujer o a un hombre, 
es la violencia doméstica previa”. De mane-
ra similar, el meta-análisis de Spencer y Sti-
th (2020) también identificó varios tipos de 
violencia doméstica previa (por ejemplo, 
amenazas, estrangulamiento no letal, sexo 
forzado o acoso repetido), así como el abuso 
de sustancias (que incluye tanto el abuso de 
drogas como de alcohol) como factores de 
riesgo del homicidio cometido por la pareja.

Por el contrario, los resultados de una mi-
noría de estudios sugieren que el autor de un 
femicidio no tiene un perfil específico, sino 
que es más bien un “tipo corriente” (an ordi-
nary guy, según Dobash y col., 2004), un con-
cepto que resuena con el de la banalidad del 
mal de Hannah Arendt (1963/2006). Ya desde 
principios de la década de 1990 (véase la rese-
ña de Schaller, 2021) estos estudios sugieren 
que los homicidios cometidos por la pareja se 
desencadenan a menudo cuando la víctima 
decide terminar la relación (véase, por ejem-
plo, Cusson y Boisvert, 1994). Esto explicaría 
por qué una cantidad considerable de los 
femicidios son cometidos por exparejas que 
a menudo no tienen antecedentes penales 

ni de violencia doméstica  (10). En principio, 
este tipo de femicidio no debería aumentar 
durante un confinamiento, dado que, por un 
lado, los movimientos de las exparejas están 
restringidos y, por otro, el confinamiento re-
duce las posibilidades de terminar la relación 
con la pareja actual y mudarse a otro lugar.

En este contexto, los primeros resultados 
de las investigaciones realizadas en México, 
Perú y Turquía refutaron la hipótesis de un 
aumento de los femicidios durante el primer 
año de la pandemia. Así, Hoehn-Velasco y col. 
(2021) observaron que los femicidios en Mé-
xico se mantuvieron estables durante el con-
finamiento e incluso disminuyeron en algu-
nos municipios; además, encontraron una co-
rrelación negativa entre el desempleo de los 
hombres y los femicidios, aunque no propor-
cionaron una explicación específica para este 
hallazgo paradójico. En Perú, Calderón-An-
yosa y Kaufman (2021) estudiaron las tenden-
cias de los homicidios de 2017 a 2020 y obser-
varon que el número total de mujeres víctimas 
de homicidio disminuyó durante el confina-
miento. Atribuyeron este descenso al aumen-
to de la cantidad de policías que patrullaban 
las calles y a las dificultades que tendrían los 
autores para deshacerse del cadáver. En Tur-
quía, Asik y Nas Ozen (2021) compararon las 
tendencias de los homicidios cometidos por 
la pareja durante 2020 con las de 2014-2019, 
y encontraron que ese tipo de homicidios dis-
minuyó considerablemente durante el primer 
año de la pandemia. Estos autores atribuyeron 
el descenso al toque de queda que acompañó 
al confinamiento, que impidió a las exparejas 
acercarse a sus víctimas.

V. Datos y métodos

V.1. Datos sobre femicidios

Los datos sobre el número mensual de 
femicidios se recopilaron a partir de infor-
mes publicados por organismos oficiales, 
así como por organizaciones que defienden 
los derechos de las mujeres en cada país. Las 
fuentes son las siguientes:

- Argentina. Observatorio de Femicidios 
del Defensor del Pueblo de la Nación, 2018; 
2019; 2020; 2021.

- Chile. Informe Anual de Femicidios del 
Circuito Intersectorial, publicado por el Mi-
nisterio de la Mujer y la Equidad de Género 
(2018; 2019; 2020a, 2020b).

- México. Sitio web del Gobierno de Mé-
xico (Secretaría de Seguridad y Protección 
Ciudadana, 2021).

- Panamá. Informes de la Procuraduría 
General del Ministerio Público de Panamá 
(Procuraduría de la Nación del Ministerio 
Público de Panamá, 2018; 2019; 2020).

- Paraguay. Observatorio de la Mujer, de-
pendiente del Ministerio de la Mujer de Pa-
raguay (Ministerio de la Mujer de Paraguay, 
2018; 2019; 2020; 2020).

- España. Europa Press (2020).

V.2. El índice de la severidad de las restric-
ciones de movimientos

Con el objeto de medir la duración e in-
tensidad de las políticas públicas adoptadas 
para limitar la propagación de la pandemia 
de COVID-19, Hale y col. (2021) desarrollaron 
el “índice de la severidad de las restricciones 
de movimientos” (stringency index)  (11). Este 
índice proporciona una medida diaria de la 
intensidad de esas restricciones en cada país. 

(8) https://www.argentina.gob.ar/generos/li-
nea-144/informacion-estadistica.

(9) Weil (2020) calificó el femicidio como otra “pande-
mia global”, puntualizando que las cifras disponibles para 
algunos países —entre ellos Argentina y España— al inicio 
de los confinamientos eran sorprendentemente altas; sin 

embargo, esta autora no estandarizó los datos según la 
población de cada país y no realizó comparaciones con los 
femicidios registrados en los años precedentes.

(10) Este perfil puede observarse en la investigación 
de Schaller (2021), quien analizó todos los homicidios co-
metidos por la pareja masculina registrados en un cantón 

suizo durante varios años. Su investigación sugiere que a 
menudo hay un acontecimiento específico —en general, 
la toma de conciencia por parte del agresor de que su pa-
reja ha decidido terminar definitivamente la relación ro-
mántica— que actúa como catalizador del femicidio, inde-
pendientemente de los antecedentes del agresor.

(11) El índice combina nueve indicadores que incluyen 
el aislamiento domiciliario, el cierre de escuelas y lugares 
de trabajo, la cancelación de reuniones y eventos públi-
cos, así como las restricciones en el transporte público 
y en los desplazamientos nacionales e internacionales 
(Hale y col., 2021).

IV. Reseña de las investigaciones preceden-
tes: La pandemia de COVID-19 como experi-
mento natural

Los criminólogos empíricos percibimos la 
introducción de los confinamientos en marzo 
de 2020 como el inicio de un experimento na-
tural —“el mayor experimento criminológico 
de la historia”, según Stickle y Felson (2020)— 
y muchos nos abocamos inmediatamente a 
estudiar sus efectos sobre las tendencias de-
lictivas. Los resultados de las primeras inves-
tigaciones constataron que ya a mediados de 
abril se había producido una disminución de 
las poblaciones penitenciarias europeas que 
podía explicarse por una reducción del volu-
men de la delincuencia (Aebi y Tiago, 2020). 
Pronto otras investigaciones corroboraron esa 
reducción constatando al mismo tiempo que 
las tendencias diferían según el tipo de delito. 
El conjunto de los delitos contra la propiedad 
había disminuido (Halford y col., 2020; Ho-
dgkinson & Andresen, 2020), aunque había 
aumentado la categoría de los robos en co-
mercios (Hodgkinson & Andresen, 2020), de 
la misma manera que aumentaron los delitos 
de odio contra los asiáticos orientales y los tra-
bajadores sanitarios (Eisner & Nivette, 2020), 
así como la ciberdelincuencia (Buil-Gil y col., 
2020). En su análisis global de las tendencias 
observadas en 27 ciudades de 23 países de 
América, Europa, Oriente Medio y Asia, Nive-
tte y col. (2021) constataron que los confina-
mientos fueron acompañados de un descenso 
del 37% de la delincuencia urbana. Estos auto-
res observaron una correlación negativa entre 
el “índice de la severidad de las restricciones 
de movimientos” (stringency index) —desa-
rrollado por Hale y col. (2021)— y la evolución 
de la delincuencia urbana: Donde (y cuando) 
más estrictos fueron los confinamientos, ma-
yor fue el descenso de la delincuencia. Nive-
tte y col. (2021) también constataron que la 
disminución de la delincuencia urbana no 
fue acompañada de un desplazamiento hacia 
otros delitos tradicionales en el mundo tan-
gible o “sin conexión internet” (delincuencia 
offline); pero cabe destacar que no disponían 
de un indicador de la tendencia de los delitos 
“en línea” (online), es decir, por internet.

Como era previsible, el principal marco 
teórico que emplearon estos estudios fue la 
ya mencionada teoría de las actividades coti-
dianas (Cohen y Felson, 1979; Felson, 1995), 
que considera que la mayoría de los delitos 
requieren la convergencia en el tiempo y en el 
espacio de delincuentes potenciales y víctimas 
propicias (u objetos apropiados) en ausencia 
de guardianes idóneos. Un confinamiento im-
plica que las personas pasan menos tiempo 
en las calles y más tiempo en sus hogares y en 
el ciberespacio; de modo que “se pueden ha-
cer las siguientes predicciones: Las victimiza-
ciones personales en el ámbito público (como 
las derivadas de peleas, robos y hurtos calleje-
ros) deberían disminuir, mientras que las que 
se producen en el ámbito privado (derivadas 
de delitos de violencia doméstica) y en Inter-
net (ciberdelitos) deberían aumentar” (Aebi 
y Tiago, 2020, p. 3). Desde esa perspectiva, la 
ausencia de guardianes idóneos hizo que los 
locales comerciales se volviesen vulnerables, 
lo que explicaría el aumento de los robos en 
comercios (Hodgkinson & Andresen, 2020), 
mientras que el descenso del volumen de la 
delincuencia se explicaría por la disminución 
de la movilidad urbana, que redujo las opor-
tunidades y multiplicó la presencia de guar-
dianes en los hogares (Nivette y col., 2021).

En este contexto, la violencia infligida por 
la pareja masculina (intimate partner violen-
ce) durante los confinamientos recibió am-
plia atención por parte de los investigadores 
e incluso fue calificada como “una pandemia 
dentro de una pandemia” (Evans y col., 2020). 
Los estudios realizados en diferentes países 
detectaron un aumento moderado en el nú-
mero global de agresiones en la pareja duran-
te los confinamientos y, en general, durante 
el primer año de la pandemia (Arenas-Arroyo 
y col., 2021; Campbell, 2020; Eisner & Nivette, 
2020; Evans y col., 2020; Gosangi y col., 2020; 
Mohler y col., 2020; Piquero y col., 2021). Por 
ejemplo, Arenas-Arroyo y col. (2021) estudia-
ron las tendencias de la violencia de género en 
España a través de una encuesta en las redes 
sociales virtuales (N=13.786 mujeres adultas, 
no estrictamente representativa) y observa-
ron un aumento de la violencia psicológica, 
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Así, podemos decir que cuanto más elevada es 
la puntuación en el índice, más intenso es el 
confinamiento. En este artículo hemos calcu-
lado la media mensual del índice de severidad 
en cada uno de los países estudiados.

V.3. Variable de control: La distribución es-
tacional de los femicidios

Al analizar las primeras series anuales de 
estadísticas sobre la delincuencia publica-
das en Francia, Quételet (1833) observó un 
aumento de los delitos contra la propiedad 
en invierno y un incremento de los delitos 
contra las personas en verano. Atribuyó este 
último a la proliferación de personas en los 
espacios públicos, pero también a los efectos 
de las variaciones climáticas en el comporta-
miento humano. Posteriormente, la segunda 
explicación fue descartada por carecer de fun-
damento científico sólido, pero la primera se 
convirtió en uno de los pilares de la teoría de 
las actividades cotidianas (Cohen y Felson, 
1979) y el aumento de la delincuencia contra 
las personas durante el verano sigue siendo 
una realidad (Carbone-López, 2017).

Nuestra investigación compara el número 
mensual de femicidios durante varios años, 
de manera que resulta imprescindible uti-
lizar la distribución estacional de ese delito 
como variable de control. Por ese motivo, el 
Gráfico 1 presenta la distribución mensual 
de los femicidios en Argentina y México, ex-
presada en porcentaje del total de homici-
dios anuales. Para obtener un número sufi-
ciente de observaciones, comenzamos por 
adicionar los casos registrados en cada uno 
de los meses durante los últimos tres años 
(por ejemplo, el total de enero corresponde a 
la suma de los casos registrados en enero de 
2017, enero de 2018 y enero de 2019); a con-
tinuación, establecimos el porcentaje que 
estos representaban sobre el total de femi-
cidios registrados durante esos tres años. La 
elección de los países se explica no solo por-
que Argentina se encuentra en el hemisferio 
Sur y México en el Norte, sino también por-
que, incluso cuando se suman los tres años, 
ninguno de los otros países alcanza al menos 

un mínimo de diez observaciones por mes, 
que suele ser el número mínimo de observa-
ciones por variable requerido para realizar 
análisis de regresión fiables (Altman, 1991).

Puede observarse en el Gráfico 1 que, en Ar-
gentina, las cifras más elevadas de víctimas de 
femicidio durante los años 2017 a 2019 se re-
gistraron durante los meses de diciembre y fe-
brero; mientras que en México, los picos se re-
gistraron en diciembre y julio. El punto común 
es diciembre, que en los países de tradición 
cristiana corresponde a la época navideña. En 
comparación con otros períodos del año, du-
rante esa temporada hay más gente en las ca-
lles, comprando regalos en negocios, más re-
uniones de amigos y compañeros celebrando 
el fin de año, y más reuniones familiares para 
celebrar la Navidad y el Año Nuevo. La diferen-
cia entre ambos países es que el segundo pico 
tiene lugar en febrero en Argentina y en julio 
en México, coincidiendo así con el verano en el 
hemisferio Sur y Norte, respectivamente. Esto 
indica que la distribución estacional de los 
femicidios coincide parcialmente con la dis-
tribución general de los delitos contra las per-
sonas que, según las investigaciones contem-
poráneas en todo el mundo, sigue alcanzando 
su pico durante el verano (Carbone-López, 
2017). Una posible explicación es que ambos 
países utilizan definiciones amplias de femici-
dio. Sin embargo, esta distribución estacional 
se repite incluso en los países que, como Es-
paña, utilizan una definición restringida que 
corresponde al homicidio cometido por la 
pareja masculina (véanse la tabla 3 y el gráfico 
2). Los picos de femicidios durante el verano y 
las vacaciones de fin de año se han atribuido 
tradicionalmente al hecho de que son tempo-
radas en las que las familias pasan más tiempo 
juntas (Cerezo-Domínguez, 2000). Esta expli-
cación proviene también de la teoría de las 
actividades cotidianas (Cohen y Felson, 1979), 
lo que genera un cierto solapamiento —los 
delitos contra las personas aumentan porque 
hay más gente en las calles; mientras que los 
femicidios aumentan porque las familias pa-
san más tiempo juntas— que podría ocultar 
interacciones más sutiles, como las que se pro-
ducen entre exparejas.

se desarrollaron durante la segunda mitad 
del siglo XX. En 2008, basándose en los tra-
bajos anteriores de Chamberlayne, Bruce 
(2008; 2012) propuso un enfoque moderno 
para utilizarlos en los análisis de datos sobre 
delincuencia. Ese enfoque fue aplicado por 
Maldonado-Guzmán y col. (2020) para el es-
tudio de las tendencias de los delitos contra 
la propiedad en España, y es el que utiliza-
remos aquí.

En primer lugar, un modelo de umbral es-
tima la distribución esperada de delitos en 
el año estudiado a partir de la distribución 
observada en los años anteriores. A conti-
nuación, el análisis compara esa distribución 
esperada con la distribución efectivamente 
observada en el año estudiado. Finalmente, se 
utilizan unidades tipificadas (Z-scores), repre-
sentadas con la letra Z, para medir la distancia 
entre ambas. La unidad tipificada representa 
el número de desviaciones típicas (s o SD) que 
separan el valor observado del esperado. Bru-
ce (2008; 2012) señala que los investigadores 
pueden elegir el valor de la unidad tipificada a 
partir del cual el análisis de umbral indica un 

aumento o una disminución significativa de 
la delincuencia, y aunque se ha convertido en 
habitual considerar que una unidad tipificada 
Z entre -1,5 y 1,5 refleja estabilidad, Maldona-
do-Guzmán y col. (2020) recomiendan am-
pliar ese rango a -2 y 2. Puesto que en nuestro 
análisis utilizamos valores absolutos que en 
términos estadísticos son relativamente bajos, 
hemos seguido esa recomendación. Bruce 
(2008; 2012) aconseja trabajar con datos anua-
les e incluir al menos los tres años anteriores 
al estudiado, y hemos seguido ambos conse-
jos para nuestro análisis de umbral. Además, 
recolectamos datos mensuales de femicidios 
en cada uno de esos años para los análisis ba-
sados en el índice de la severidad de las res-
tricciones de movimientos.

Concretamente, comenzamos calculando 
la media móvil ponderada (x) de 2017 a 2019. 
Para ello, ponderamos el número de femici-
dios en 2017 multiplicándolo por 1, el de 2018 
por 2 y el de 2019 por 3. A continuación, su-
mamos esos valores ponderados y los dividi-
mos por la suma de los pesos utilizados para 
la ponderación (en este caso, por 6):

Gráfico 1. Distribución porcentual de los femicidios por mes durante los años 2017 a 2019 
(enero a diciembre = 100%)
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En este articulo utilizamos modelos de umbral (treshold models) para determinar si la cantidad 
de femicidios registrada en cada país en 2020 difiere significativamente de la cantidad promedio 
registrada entre 2017 y 2019. En estadística, los modelos de umbral se desarrollaron durante la 
segunda mitad del siglo XX. En 2008, basándose en los trabajos anteriores de Chamberlayne, 
Bruce (2008; 2012) propuso un enfoque moderno para utilizarlos en los análisis de datos sobre 
delincuencia. Ese enfoque fue aplicado por Maldonado-Guzmán y col. (2020) para el estudio 
de las tendencias de los delitos contra la propiedad en España, y es el que utilizaremos aquí. 
En primer lugar, un modelo de umbral estima la distribución esperada de delitos en el año 
estudiado a partir de la distribución observada en los años anteriores. A continuación, el análisis 
compara esa distribución esperada con la distribución efectivamente observada en el año 
estudiado. Finalmente, se utilizan unidades tipificadas (Z-scores), representadas con la letra Z, 
para medir la distancia entre ambas. La unidad tipificada representa el número de desviaciones 
típicas (s o SD) que separan el valor observado del esperado. Bruce (2008; 2012) señala que 
los investigadores pueden elegir el valor de la unidad tipificada a partir del cual el análisis de 
umbral indica un aumento o una disminución significativa de la delincuencia, y aunque se ha 
convertido en habitual considerar que una unidad tipificada Z entre -1,5 y 1,5 refleja estabilidad, 
Maldonado-Guzmán y col. (2020) recomiendan ampliar ese rango a -2 y 2. Puesto que en 
nuestro análisis utilizamos valores absolutos que en términos estadísticos son relativamente 
bajos, hemos seguido esa recomendación. Bruce (2008; 2012) aconseja trabajar con datos 
anuales e incluir al menos los tres años anteriores al estudiado, y hemos seguido ambos consejos 
para nuestro análisis de umbral. Además, recolectamos datos mensuales de femicidios en cada 
uno de esos años para los análisis basados en el índice de la severidad de las restricciones de 
movimientos. 
Concretamente, comenzamos calculando la media móvil ponderada (𝑥̅𝑥𝑥𝑥) de 2017 a 2019. Para 
ello, ponderamos el número de femicidios en 2017 multiplicándolo por 1, el de 2018 por 2 y el 
de 2019 por 3. A continuación, sumamos esos valores ponderados y los dividimos por la suma 
de los pesos utilizados para la ponderación (en este caso, por 6): 

𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀 𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑝𝑝𝑝𝑝𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀: 𝑥̅𝑥𝑥𝑥2017−9 =  
(𝑝𝑝𝑝𝑝2017 · 1) + (𝑝𝑝𝑝𝑝2018 · 2) + (𝑝𝑝𝑝𝑝2019 · 3)
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Seguidamente, calculamos la desviación estándar ponderada (𝑠̅𝑠𝑠𝑠) para 2020 y para ello 
comparamos el número de femidicios en ese año con la media móvil ponderada para el periodo 
2017 a 2019 (N es el número de años entre 2017 y 2019, es decir 3).  

𝐷𝐷𝐷𝐷𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝐷𝐷𝐷𝐷𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝐷𝐷𝐷𝐷𝑀𝑀𝑀𝑀ó𝑝𝑝𝑝𝑝 𝑡𝑡𝑡𝑡í𝑝𝑝𝑝𝑝𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀 𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑝𝑝𝑝𝑝𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀: 𝑠̅𝑠𝑠𝑠2020 =  �
(𝑝𝑝𝑝𝑝2020  −  𝑥̅𝑥𝑥𝑥2017−9)2

𝑁𝑁𝑁𝑁 − 1
 

Por último, calculamos la unidad tipificada ponderada (Z). El modelo de umbral basa sus 
estimaciones en este coeficiente, que corresponde al número de desviaciones típicas por encima 
o por debajo de la media móvil ponderada de los años anteriores. Para calcular la unidad 
tipificada ponderada, restamos la media ponderada de femicidios cometidos durante el período 
2017 a 2019 del número de femicidios en 2020, y dividimos el producto por la desviación 
estándar ponderada para 2020:  

𝑈𝑈𝑈𝑈𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝 𝑡𝑡𝑡𝑡𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑡𝑡𝑡𝑡𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀 𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑝𝑝𝑝𝑝𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀:𝑍𝑍𝑍𝑍 =  
𝑝𝑝𝑝𝑝2020  −  𝑥̅𝑥𝑥𝑥2017−9 

𝑠̅𝑠𝑠𝑠2020
 

 

Seguidamente, calculamos la desviación estándar ponderada (s)  para 2020 y para ello 
comparamos el número de femicidios en ese año con la media móvil ponderada para el pe-
riodo 2017 a 2019 (n es el número de años entre 2017 y 2019, es decir 3).
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En este articulo utilizamos modelos de umbral (treshold models) para determinar si la cantidad 
de femicidios registrada en cada país en 2020 difiere significativamente de la cantidad promedio 
registrada entre 2017 y 2019. En estadística, los modelos de umbral se desarrollaron durante la 
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delincuencia. Ese enfoque fue aplicado por Maldonado-Guzmán y col. (2020) para el estudio 
de las tendencias de los delitos contra la propiedad en España, y es el que utilizaremos aquí. 
En primer lugar, un modelo de umbral estima la distribución esperada de delitos en el año 
estudiado a partir de la distribución observada en los años anteriores. A continuación, el análisis 
compara esa distribución esperada con la distribución efectivamente observada en el año 
estudiado. Finalmente, se utilizan unidades tipificadas (Z-scores), representadas con la letra Z, 
para medir la distancia entre ambas. La unidad tipificada representa el número de desviaciones 
típicas (s o SD) que separan el valor observado del esperado. Bruce (2008; 2012) señala que 
los investigadores pueden elegir el valor de la unidad tipificada a partir del cual el análisis de 
umbral indica un aumento o una disminución significativa de la delincuencia, y aunque se ha 
convertido en habitual considerar que una unidad tipificada Z entre -1,5 y 1,5 refleja estabilidad, 
Maldonado-Guzmán y col. (2020) recomiendan ampliar ese rango a -2 y 2. Puesto que en 
nuestro análisis utilizamos valores absolutos que en términos estadísticos son relativamente 
bajos, hemos seguido esa recomendación. Bruce (2008; 2012) aconseja trabajar con datos 
anuales e incluir al menos los tres años anteriores al estudiado, y hemos seguido ambos consejos 
para nuestro análisis de umbral. Además, recolectamos datos mensuales de femicidios en cada 
uno de esos años para los análisis basados en el índice de la severidad de las restricciones de 
movimientos. 
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Seguidamente, calculamos la desviación estándar ponderada (𝑠̅𝑠𝑠𝑠) para 2020 y para ello 
comparamos el número de femidicios en ese año con la media móvil ponderada para el periodo 
2017 a 2019 (N es el número de años entre 2017 y 2019, es decir 3).  
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Por último, calculamos la unidad tipificada ponderada (Z). El modelo de umbral basa sus 
estimaciones en este coeficiente, que corresponde al número de desviaciones típicas por encima 
o por debajo de la media móvil ponderada de los años anteriores. Para calcular la unidad 
tipificada ponderada, restamos la media ponderada de femicidios cometidos durante el período 
2017 a 2019 del número de femicidios en 2020, y dividimos el producto por la desviación 
estándar ponderada para 2020:  

𝑈𝑈𝑈𝑈𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝 𝑡𝑡𝑡𝑡𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑡𝑡𝑡𝑡𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀 𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑝𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑝𝑝𝑝𝑝𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀𝑀:𝑍𝑍𝑍𝑍 =  
𝑝𝑝𝑝𝑝2020  −  𝑥̅𝑥𝑥𝑥2017−9 

𝑠̅𝑠𝑠𝑠2020
 

 V.5. Resultados

La Tabla 3 presenta el número mensual 
de víctimas de femicidio de 2017 a 2020 en 
los seis países estudiados. La tabla tam-
bién presenta la media móvil ponderada 
para el período 2017 a 2019, la desviación 
estándar ponderada (s) para el año 2020 en 
comparación con dicha media, así como 
el coeficiente Z, producto de la compara-
ción de los femicidios registrados en 2020 
con los registrados durante los años 2017 
a 2019. Los coeficientes Z están por deba-
jo del umbral establecido (+/- 2), lo que 
significa que, contra todo pronóstico, el 
número de femicidios se mantuvo estable 
durante 2020 en comparación con los años 
anteriores.

En particular, Paraguay registró 32 femi-
cidios en 2020, en comparación con una 
media ponderada de 48 entre 2017 y 2019 
(s = 7,3), lo que corresponde a una dismi-
nución del 33%. Un patrón similar se en-
contró en España, donde los 45 femicidios 
registrados en 2020 correspondieron a una 
disminución del 15% en comparación con 
la media de 53 durante los años anteriores 
(s = 4,5). Por último, Chile registró 43 femi-
cidios en 2020, una cifra ligeramente in-
ferior (-2,3%) a la media ponderada de 44 
femicidios cometidos durante los tres años 
anteriores (s = 0,7).

Por otro lado, Argentina registró 295 femi-
cidios en 2020 en comparación con un pro-
medio ponderado de 282 entre 2017 y 2019 
(s = 7,3), lo que en porcentaje corresponde 
a un aumento del 4,6%. México mostró un 
patrón similar, en la medida en que los 942 
femicidios registrados en 2020 correspon-
den a un aumento de 5,6% en comparación 

con la media ponderada de 893 para los tres 
años anteriores (s = 28). Por último, Panamá 
registró una media ponderada de 21 femici-
dios por año entre 2017 y 2019 (s = 5,6), pero 
en 2020 se produjeron 32. Sin embargo, la 
distribución de estos 32 femicidios en 2020 
fue especialmente sesgada, ya que Pana-
má registró un pico de 10 víctimas en ene-
ro, cuando en años anteriores el número de 
víctimas durante ese mes oscilaba entre uno 
y tres. Ese aumento no puede atribuirse al 
confinamiento, puesto que este se introdujo 
en marzo. En ese contexto, cuando se com-
paran los meses de febrero a diciembre, el 
número de femicidios fue idéntico (21 vícti-
mas) en 2020 y en 2019.

Este análisis por países pone de manifies-
to la relevancia del modelo de umbral para 
estimar la estabilidad o inestabilidad de las 
tendencias observadas. La simple estima-
ción de la variación porcentual en el número 
de femicidios en 2020 respecto a la media 
ponderada de los años 2017 a 2019 produce 
varios valores extremos que, sin el modelo 
de umbral, habrían inducido a error en la in-
terpretación. En resumen, en tres países (Es-
paña, Chile y Paraguay) hubo menos femici-
dios durante 2020 que durante los tres años 
anteriores, mientras que en los otros tres 
(Argentina, Panamá y México) hubo más; 
pero en ambos casos las diferencias no son 
estadísticamente significativas. La distribu-
ción de los femicidios observada en Panamá 
también pone de manifiesto la importancia 
de un análisis mensual que tenga en cuenta 
el rigor de los confinamientos sin olvidar la 
variación estacional. En esa perspectiva, el 
Gráfico 2 muestra la distribución mensual 
de los femicidios en comparación con el ín-
dice de la severidad de las restricciones de 
movimientos.

Por último, calculamos la unidad tipificada ponderada (Z). El modelo de umbral basa sus 
estimaciones en este coeficiente, que corresponde al número de desviaciones típicas por 
encima o por debajo de la media móvil ponderada de los años anteriores. Para calcular la 
unidad tipificada ponderada, restamos la media ponderada de femicidios cometidos duran-
te el período 2017 a 2019 del número de femicidios en 2020, y dividimos el producto por la 
desviación estándar ponderada para 2020:
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La distribución estacional observada en 
el Gráfico 1 plantea dudas sobre la perti-
nencia de varias teorías criminológicas para 
explicar delitos como el femicidio. Por ejem-
plo, ¿por qué la tensión sería mayor o el au-
tocontrol menor durante el verano? O ¿por 
qué el efecto de etiquetamiento, el proceso 
de aprendizaje social o las consecuencias 
de una sociedad patriarcal se manifestarían 
predominantemente durante esa estación? 
Al mismo tiempo, la consistencia de las ten-
dencias observadas en el Gráfico 1 pone de 
manifiesto la necesidad de tener en cuenta 
la distribución estacional de los femicidios al 
analizar el efecto de los confinamientos sobre 

ese tipo de homicidio. En particular, puesto 
que los confinamientos no duraron todo el 
año, los aumentos o disminuciones observa-
dos no pueden atribuirse únicamente a ellos, 
sino también a las variaciones estacionales 
habituales de los femicidios.

V.4. Análisis de datos

En este articulo utilizamos modelos de 
umbral (treshold models) para determinar si 
la cantidad de femicidios registrada en cada 
país en 2020 difiere significativamente de la 
cantidad promedio registrada entre 2017 y 
2019. En estadística, los modelos de umbral 
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V.6. Discusión

V.6.a. Contextualización de los resultados

El resultado más sorprendente de nuestros 
análisis estadísticos es que, en Argentina, 
Chile, México, Panamá, Paraguay y España, 
los femicidios no aumentaron ni durante el 
primer año de la pandemia de coronavirus 
ni, en particular, durante los meses en que 
los confinamientos fueron más estrictos. De 
hecho, la distribución mensual de los femi-
cidios en 2020 no difiere de su distribución 
estacional en cada año, que alcanza su punto 
máximo durante el verano —enero y febrero 
en el hemisferio Sur, representados en esta 
investigación por Argentina, Chile y Para-
guay; y julio y agosto en el hemisferio Norte, 
representado por México y (13) España— y 
durante la época navideña, que en el hemis-
ferio Sur coincide además con el inicio del 
verano. Esta distribución estacional de los 
femicidios se observó entre 2017 y 2020 tanto 
en los países que utilizan una definición res-
tringida de femicidio —Chile y España, don-
de la definición corresponde al homicidio 
cometido por la pareja masculina— como en 
los que utilizan una definición amplia, como 
Paraguay, Panamá y México. Esto significa 
que los confinamientos de 2020 no supu-
sieron un aumento del número de mujeres 
asesinadas por sus parejas o familiares con-
vivientes.

Cabe mencionar que el mismo patrón se 
observó en Colombia (14), un país que apli-
ca una definición muy amplia de femicidio, 
pero que no pudo ser incluido en esta in-
vestigación porque los datos mensuales de 
femicidios se encuentran disponibles para 
2018, 2019 y 2020, pero no para 2017, y ha-
bíamos fijado como condición que existie-
ran datos para ese año para poder incluir 
el país en nuestra muestra. Señalemos tam-
bién que esta estabilidad de los femicidios 
durante el año 2020 coincide con las ob-
servaciones de Hoehn-Velasco y col. (2020) 
en México, de Calderón-Anyosa y Kaufman 
(2021) en Perú —aunque en ese caso, los 
autores estudiaron la categoría general de 
mujeres víctimas de homicidio—, y de Asik 
y Nas Ozen (2021) en Turquía, así como con 
los datos de la Oficina Federal de Estadísti-
cas de Suiza (OFS, 2021).

Estos resultados empíricos refutan la 
hipótesis situacional que, inspirada en la 
teoría de las actividades cotidianas (Cohen 
& Felson, 1979), postula que durante los 
confinamientos debería haberse producido 
un aumento de los femicidios debido a la 
convergencia de un agresor potencial y una 
víctima propicia en un espacio reducido, 
durante un periodo de tiempo prolongado, 
y en ausencia de un guardián idóneo. En 
cambio, una hipótesis situacional similar 
fue corroborada con respecto a los delitos de 
violencia doméstica no letal en general, y a 
la violencia infligida por la pareja masculi-
na es particular. Estos delitos sí aumentaron 
durante el primer año de la pandemia, espe-
cialmente durante los confinamientos, se-
gún las investigaciones realizadas en diver-
sos países (Arenas-Arroyo y col., 2021; Cam-
pbell, 2020; Eisner & Nivette, 2020; Evans y 
col., 2020; Gosangi y col., 2020; Mohler y col., 
2020; Piquero y col., 2021). Este aumento re-
futa la hipótesis alternativa presentada en 
la introducción de este trabajo a instancias 
de un revisor anónimo, que postula que la 
dimensión temporal —es decir, el hecho de 
que el confinamiento aumentase la cantidad 
de tiempo que agresores potenciales y vícti-

Tabla 3. Número mensual y anual de víctimas de femicidio de 2017 a 2020 en seis países, y puntuación Z, media ponderada y desviación 
estándar en cada país.

Año Ene Feb Mar Abr May Jun Jul Ago Sep Oct Nov Dic Total Z x2017-9 s2020

A
rg

en
tin

a 2017 21 35 25 30 18 22 31 15 21 19 17 38 292

1.73 282.3 7.3
2018 19 27 24 26 16 25 20 19 27 25 33 20 281
2019 24 22 30 17 19 21 17 27 24 23 23 33 280
2020 30 25 30 28 23 23 17 19 23 28 16 33 295

Ch
ile

2017 3 5 4 4 6 3 1 4 3 4 5 3 45

-1.72 44.2 0.7
2018 5 1 0 1 5 7 4 4 2 2 5 5 41
2019 5 4 2 4 3 6 2 5 3 3 4 5 46
2020 3 3 4 4 1 2 2 4 3 5 5 7 43

Pa
ra

gu
ay 2017 10 5 2 2 3 3 6 4 3 4 7 7 56

-1.73 48.3 9.4
2018 5 6 1 4 6 2 1 6 6 7 9 4 57
2019 5 1 7 3 2 1 0 3 4 2 5 7 40
2020 2 3 3 1 1 5 3 3 2 3 1 5 32

Pa
na

m
á 2017 3 2 2 0 1 2 0 1 3 0 2 2 18

1.73 21.2 5.7
2018 1 2 1 1 1 2 3 1 1 3 2 2 20
2019 2 3 2 1 3 1 2 … 2 3 2 2 23
2020 10 1 2 3 2 … 7 … … 3 1 2 31

M
éx

ic
o 2017 49 64 61 61 69 74 70 68 56 59 57 54 742

1.73 892.8 28.42018 68 66 68 76 63 76 84 65 76 85 68 98 893
2019 69 67 76 67 79 76 87 93 89 69 80 91 943
2020 74 92 76 69 71 92 74 73 78 77 85 81 942

Es
pa

ña

2017 5 10 3 4 6 3 2 4 2 5 3 3 50

-1.73 52.8 4.5
2018 2 2 3 4 1 6 8 7 10 4 2 2 51
2019 8 3 4 5 3 7 10 3 4 4 3 1 55
2020 7 6 4 1 2 1 4 8 4 1 3 4 45

El Gráfico 2 muestra que el índice de la se-
veridad de las restricciones de movimientos 
alcanzó sus valores más elevados en casi todos 
los países entre abril y mayo de 2020 (12). Esto 
indica que los confinamientos alcanzaron su 
máxima intensidad en ese momento. Sin em-
bargo, en prácticamente todos los países, esos 
son también los meses en los que hubo menos 
femicidios. Por ejemplo, en Chile, Panamá, 
Paraguay y España hubo entre uno y cuatro 

femicidios durante esos meses. En México, 
donde la definición de femicidio es más am-
plia, abril y mayo fueron también los meses 
en los que el número mensual de femicidios 
fue el más bajo de todo el año. Finalmente, en 
Argentina, el número de femicidios disminu-
yó durante esos meses, en concordancia con 
la distribución estacional de los femicidios 
en el hemisferio Sur, que como hemos visto 
disminuyen en otoño. La misma tendencia 

se observa en los dos otros países de ese he-
misferio, Chile y Paraguay. Por el contrario, en 
el Hemisferio Norte —representado en este 
estudio por México y España— los picos tam-
bién coinciden con la distribución estacional 
de los femicidios, que se producen en verano y 
en torno a la época navideña. En resumen, las 
tendencias de los femicidios en los seis países 
estudiados no están relacionadas con la inten-
sidad de los confinamientos.

Gráfico 2. Femicidios e índice de la severidad de las restricciones de movimientos en 2020
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Discusión 

Contextualización de los resultados 

El resultado más sorprendente de nuestros análisis estadísticos es que, en Argentina, Chile, 
México, Panamá, Paraguay y España, los femicidios no aumentaron ni durante el primer año de la 
pandemia de coronavirus ni, en particular, durante los meses en que los confinamientos fueron 
más estrictos. De hecho, la distribución mensual de los femicidios en 2020 no difiere de su 
distribución estacional en cada año, que alcanza su punto máximo durante el verano —enero y 
febrero en el hemisferio Sur, representados en esta investigación por Argentina, Chile y Paraguay; 

(12) La excepción es Chile, donde los valores máximos 
se registraron en julio y agosto.

(13) Desde el punto de vista estadístico, el número de 
casos registrados en Panamá es demasiado pequeño 
para poder sacar conclusiones válidas sobre su distribu-
ción estacional.

(14) Los datos se encuentran disponibles en https://
www.observatoriofemicidioscolombia.org.
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ma adecuadas pasaban juntos en ausencia 
de un guardián idóneo — no debería tenerse 
en cuenta al testear hipótesis derivadas de la 
teoría de las actividades cotidianas.

La pregunta que surge entonces es por 
qué la hipótesis situacional fue refutada en el 
caso específico de los femicidios, pero corro-
borada en el caso de las formas no letales de 
violencia doméstica. Una explicación plausi-
ble es que la dinámica del femicidio difiere 
de la de otras formas de violencia doméstica 
y, especialmente en los países que lo definen 
de manera amplia, guarda una relación par-
ticularmente compleja con la dinámica de 
los homicidios en los que no interviene el 
parentesco. En este sentido, las definiciones 
de femicidio suelen incluir dos elementos: 
El poder (desigual) y el parentesco. Este úl-
timo implica algún tipo de afecto, que de-
bería servir como regulador de los impulsos 
agresivos. Sin embargo, el afecto no tiene un 
papel importante en las explicaciones cri-
minológicas del femicidio. Para decirlo sin 
rodeos, utilizando una palabra poco usual 
en los artículos científicos de criminología, 
el parentesco implica amor, que es la fuer-
za básica que une a las parejas y vincula a 
los miembros de una misma familia. Natu-
ralmente, el amor, que es extremadamen-
te difícil de operacionalizar, se confunde a 
veces con la atracción o el enamoramiento, 
y puede transformarse ocasionalmente en 
odio; pero no se lo puede ignorar cuando se 
intenta explicar el asesinato entre parejas o 
familiares. Sin embargo, la corriente princi-
pal de investigación (mainstream research) 
sobre el femicidio ignora a menudo estas 
complejidades del mundo real. Esto segura-
mente se explica por qué la criminología no 
ha encontrado aún una explicación científi-
ca coherente del femicidio, y la investigación 
conducida sin el respaldo de una teoría sóli-
da es generalmente infructuosa. La situación 
es especialmente preocupante si confiamos 
en que los responsables políticos elaboren 
políticas criminales fundadas en la investi-
gación empírica (evidence based) para com-
batir la violencia contra las mujeres.

V.6.b. Implicaciones de política criminal

Un factor que puede haber contribui-
do al estado de cosas descrito en el párrafo 
anterior es la proliferación de estudios que 
buscan establecer el perfil de los asesinos 
a partir de los casos conocidos de femici-
dios. Esta es una forma relativamente poco 
costosa de llevar a cabo una investigación, 
ya que el investigador solo necesita tener 
acceso a los documentos pertinentes, por 
ejemplo, los expedientes elaborados por los 
tribunales que juzgaron casos de femicidio. 
Sin embargo, las debilidades metodológicas 
de un diseño de investigación sin grupo de 
control, como ese, son ampliamente conoci-
das. De hecho, es probable que la debilidad 
de ese diseño —que a pesar de sus defectos 
es muy popular— explique por qué las rese-
ñas y los meta-análisis de las investigaciones 
precedentes (véase la Sección Reseña de las 
investigaciones precedentes) concluyen que 
la violencia doméstica previa es el principal 
predictor del homicidio cometido por la pa-
reja (véase Campbell y col., 2007; Spencer & 
Stith, 2020).

¿Qué puede hacer un responsable de 
política criminal con una información tan 
general? Tomemos el caso concreto de Es-
paña, donde la policía registró, en números 

redondeados, 70.000 delitos de violencia 
doméstica en 2017, 72.000 en 2018 y 77.000 
en 2019, lo que llevó a la identificación de 
53.000, 55.000 y 59.000 presuntos delincuen-
tes, respectivamente (MIR, 2020, pp. 171 y 
175). Esto equivale a la población peniten-
ciaria total de España, que al 31 de diciem-
bre de 2019 era de 58.517 internos (MIR, 
2020, p. 334). Si al principio de la pandemia 
los expertos preveían un aumento de los fe-
micidios cometidos por la pareja masculina 
durante los confinamientos, y los mismos 
expertos afirman que el mejor predictor de 
esos femicidios es un historial previo de vio-
lencia doméstica, ¿debería dicho responsa-
ble haber ordenado la detención preventiva 
de estos delincuentes potenciales? Ahora 
que nuestra investigación ha demostrado 
que en España se registró una víctima de ho-
micidio cometido por la pareja masculina en 
abril, dos en mayo y uno en junio de 2020, 
resulta evidente que haber utilizado las an-
tecedentes de violencia doméstica como 
predictor de futuros femicidios hubiese dado 
lugar a un número escandaloso de falsos po-
sitivos. En efecto, el 99,99% de los hombres 
con antecedentes de violencia doméstica no 
se convirtieron en asesinos. Esto corrobo-
ra a su vez que la hipótesis que postula un 
crescendo de la violencia doméstica desde 
sus formas no letales hasta el femicidio solo 
puede haberse originado en estudios retros-
pectivos, es decir en estudios basados en el 
análisis de los antecedentes de asesinos co-
nocidos. Los investigadores estamos fami-
liarizados con este patrón, que puede obser-
varse en muchas actividades de la vida. Por 
ejemplo, casi todos los adictos a las drogas 
duras han consumido antes drogas blandas, 
pero la gran mayoría de los consumidores de 
drogas blandas no se convierten en adictos 
a las drogas duras. Resulta evidente que con 
ese tipo de información resulta imposible 
predecir adecuadamente femicidios futuros.

Ahora bien, ¿podemos los criminólogos 
culpar a los responsables políticos de apli-
car políticas criminales populistas o de su-
cumbir a la ideología cuando aún no hemos 
aportado una explicación científica válida 
que pueda inspirar programas eficaces de 
prevención del delito? Babcock y col. (2004) 
demostraron hace tiempo la ineficacia de 
los programas basados en una perspectiva 
feminista de género. De manera similar, un 
reciente meta-análisis constata que “es poco 
probable que el clásico programa de inter-
vención para maltratadores basado única-
mente en un marco feminista, en un modelo 
cognitivo-conductual, o en una mezcla de 
ambos, proporcione una solución signifi-
cativa al problema de la violencia en la pa-
reja” (Wilson y col., 2021, p. 3). Sin embargo, 
mientras no desarrollemos alternativas rea-
listas y eficaces, es probable que a pesar de 
que la ineficacia de los programas actuales 
haya sido comprobada, los profesionales de 
la prevención —incluso aquellos más per-
meables a la ciencia y dispuestos a inscribir 
sus intervenciones en programas basados en 
investigación empírica— estén obligados a 
ceder a la presión de los activistas, a menudo 
apoyados por funcionarios gubernamenta-
les, y deban continuar aplicando esos pro-
gramas.

V.6.c. Tres propuestas concretas

La complejidad de las interacciones entre 
el afecto, el poder, la oportunidad y el género 
pone de manifiesto la necesidad de un en-

foque holístico para estudiar y prevenir los 
femicidios. Creemos que hay tres líneas de 
investigación que, utilizadas en combina-
ción, pueden ayudar a alcanzar ese objetivo. 
En primer lugar, nos parece que ha llegado el 
momento de situar el estudio del femicidio 
en un contexto más amplio. En ese sentido, 
la dinámica particular del femicidio pue-
de apreciarse cuando los estudios se basan 
en el análisis de todos los homicidios regis-
trados durante uno o más años. Desde esa 
perspectiva, el estudio clásico de Wolfgang 
(1958) y el de Daly y Wilson (1982), basados 
en todos los homicidios registrados en Fila-
delfia entre 1948 y 1952 y en Detroit en 1972, 
respectivamente, pueden arrojar algo de luz 
sobre la estabilidad de los femicidios que ob-
servamos entre 2017 y 2020 en los países que 
aplican una definición amplia de ese delito. 
En ambos estudios se observó una sobrerre-
presentación de los homicidios cometidos 
por la pareja —que en aquellos años se deno-
minaba homicidio conyugal—, pero una baja 
proporción de relaciones familiares entre 
los autores y las víctimas de homicidios: “El 
6,3% de los homicidios de Detroit implican a 
parientes consanguíneos, lo que parece una 
proporción notablemente baja en vista de la 
probable frecuencia e intensidad de ese tipo 
de interacciones sociales” (Daly & Wilson, 
1982, p. 372). Aún no se utilizaba la denomi-
nación factor situacional para designar el rol 
de estas interacciones, pero puede constatar-
se que los investigadores se sorprendieron de 
su efecto relativamente débil, al igual que en 
esta investigación nos sorprende la ausencia 
de efecto de los confinamientos.

En ese contexto, el elemento ausente pue-
de ser un incidente puntual que desencade-
na la agresión letal, junto con la disponibi-
lidad de un instrumento —un arma o, con 
bastante frecuencia en los ejemplos propor-
cionados por Wolfgang (1958), un cuchillo 
de cocina— capaz de provocar la muerte. 
Esto sugiere que nuestros resultados se ajus-
tan relativamente bien a la hipótesis —pre-
sentada en la Sección en que reseñamos las 
investigaciones precedentes— que postula 
que los femicidios son desencadenados fre-
cuentemente por un evento específico. En 
el caso de los homicidios cometidos por la 
pareja, ese evento es a menudo la decisión 
de la víctima de terminar la relación (véan-
se Cusson & Boisvert, 1994; Schaller, 2021). 
Si operacionalizamos esa hipótesis, el ele-
mento clave no es la decisión de la víctima 
en sí misma, sino el hecho de que el agresor 
comprenda que se trate de una decisión defi-
nitiva. Esto puede ocurrir, porque el agresor 
confía en las palabras de su pareja o porque 
encuentra pruebas concretas de que la rela-
ción ha terminado, por ejemplo, si descubre 
que su pareja o expareja ha comenzado una 
nueva relación romántica. El agresor puede 
tomar conciencia de esto durante la relación 
o después de la ruptura, lo que explica la 
sobrerrepresentación de las personas asesi-
nadas por sus exparejas entre las víctimas de 
femicidio. Sin embargo, durante un confina-
miento es extremadamente difícil tomar la 
decisión de poner punto final a una relación 
y mudarse del hogar común, de la misma 
manera que resulta difícil para un agresor 
potencial el acercarse al nuevo domicilio 
de su expareja. Estas pueden ser algunas 
de las razones por las que los femicidios no 
aumentaron durante los confinamientos o, 
dicho de otro modo, por las que la hipótesis 
situacional es refutada por los datos recogi-
dos (15).

Desde esa perspectiva, la principal crítica 
a la versión original del enfoque de las activi-
dades cotidianas es la falta de definición del 
agresor motivado (Akers, 1999, p. 30-31) (16). 
Nuestros resultados tienden a corroborar la 
pertinencia de esa crítica en el caso especí-
fico del femicidio, y sugerimos que el ele-
mento que podría desempeñar un rol funda-
mental en la decisión del agresor de pasar al 
acto es la toma conciencia de que la relación 
sentimental ha terminado definitivamente.

Dado que cada día se terminan millones 
de relaciones —y se inician otras tantas— en 
todo el mundo, la pregunta es ¿por qué la 
gran mayoría de las exparejas siguen con su 
vida, pero algunas agreden e incluso matan 
a sus parejas? Esto nos lleva a nuestra segun-
da propuesta de línea de investigación. La 
investigación científica ha demostrado que 
el debate que opone lo innato a lo adquirido 
(nature-nurture) carece de sentido, porque el 
comportamiento humano es el resultado de 
la combinación de ambos (véase, por ejem-
plo, Pinker 2002, 2011; Sapolsky, 2017). Por 
ese motivo consideramos que ha llegado el 
momento de incluir plenamente la biología 
y las neurociencias dentro de la formación 
básica de los criminólogos. A este respec-
to, Raine (2014) señaló que la investigación 
sobre la violencia doméstica se basa casi ex-
clusivamente en una perspectiva sociológi-
ca —que culpa a una sociedad patriarcal que 
lleva a los hombres a utilizar el poder para 
controlar a sus parejas femeninas— a pesar 
de que los escasos estudios neurocrimino-
lógicos en ese campo han demostrado que 
algunos maltratadores tienen una persona-
lidad agresiva reactiva, lo que sugiere que 
podría haber, al menos en algunos casos, 
una predisposición neurobiológica al mal-
trato. En nuestra opinión, Sapolsky (2017) 
aportó la visión más completa y multidisci-
plinar sobre la interacción entre la biología 
y el entorno en su libro Behave (traducido al 
castellano como Compórtate), que combina 
neurociencias, endocrinología, epigenética, 
cultura, psicología evolutiva, teoría de jue-
gos y zoología comparada. El planteamien-
to de Sapolsky incorpora factores distantes, 
como la cultura de origen o los niveles de 
estrés sufridos durante la vida fetal y la pri-
mera infancia, que varían mucho según las 
regiones, que podrían ayudar a explicar las 
impresionantes diferencias observadas en 
la tasa de mujeres asesinadas en los países 
estudiados en este trabajo (véase la Tabla 2). 
También incluye factores próximos, como 
los niveles de estrés y trauma sufridos du-
rante las semanas y meses anteriores a la 
agresión, que pueden agrandar la amígdala, 
excitar las neuronas, llevar a la atrofia del 
córtex prefrontal y facilitar así una reacción 
violenta (Sapolsky, 2017). Esto parece ser 
especialmente relevante para el estudio de 
aquellos femicidios que tienen lugar tras el 
deterioro o el fin de una relación. Saber que 
la amígdala tiene un rol importante no solo 
en la violencia, sino en el miedo, también 
puede ayudarnos a entender qué pasa por 
la mente de algunos agresores cuando se en-
frentan a un futuro incierto. Y lo que es más 
importante, la investigación empírica en la 
que Sapolsky (2017) basó sus ideas muestra 
que hay mucho espacio para el cambio en el 
cerebro humano durante la vida. Esto indica 
que hay grandes oportunidades de interven-
ción si se desarrollan los programas adecua-
dos, que es precisamente la dirección en la 
que creemos que debe avanzar la crimino-
logía (17).

(15) Entrando en el terreno de las conjeturas, también 
se puede especular, como sugiere un revisor anónimo, 
que una amenaza externa puede reforzar los lazos entre 
familiares, independientemente de sus diferencias. Des-
de esa perspectiva, el peligro mortal que representaba 
el COVID-19 durante los primeros meses de la pandemia 
podría haber actuado incluso como factor de protección 
contra la agresión doméstica. A escala macrosocial, este 
tipo de reacción suele observarse, por ejemplo, cuando 
un país entra en guerra: Tanto Margaret Thatcher como 
George Bush Jr. ganaron las elecciones después de en-

trar respectivamente en la guerra de las Malvinas y en la 
segunda guerra de Irak, a pesar de que su popularidad 
estaba por los suelos antes de ellas. Sin embargo, hemos 
visto que a escala macrosocial esta hipótesis no fue co-
rroborada por las investigaciones sobre las tendencias de 
la violencia doméstica en general, que demostraron que 
esta última aumentó durante los confinamientos. Agre-
guemos que, para testear esta hipótesis adecuadamente 
a escala microsocial, hubiese sido necesario disponer de 
medidas de la intensidad de los lazos familiares antes de 
la pandemia y durante los confinamientos.

(16) Felson (1995) ha reconocido que “originariamen-
te el enfoque de las actividades cotidianas consideraba 
a los delincuentes como algo dado”, pero que posterior-
mente vinculó este enfoque a la teoría de los vínculos 
sociales (Hirschi, 1969) para tomar “en consideración el 
control social de los delincuentes” (Felson, 1995, p. 54). 
Desde esta perspectiva, se puede decir que ambas teo-
rías comparten como postulado que los seres humanos 
tienen una predisposición general hacia la desviación, y 
que esta guiaría su comportamiento cuando los vínculos 
sociales son débiles (en la teoría del control social de Hir-

schi), o en ausencia de un guardián idóneo que pueda su-
pervisar al delincuente potencial cuando este se enfrenta 
a una víctima propicia (en la versión revisada de la teo-
ría de las actividades cotidianas de Felson). Sin embargo, 
ninguno de esas teorías fue desarrollada para explicar 
los femicidios; en particular, la teoría del control social o 
de los vínculos sociales (Hirschi, 1969) se aplica principal-
mente a la delincuencia juvenil.

(17) Los estudios sobre el cerebro de los delincuentes 
violentos basados en métodos neurocientíficos se publi-
can raramente en las revistas de criminología, incluso 
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Por último, Sapolsky (2017) es conscien-
te de que las culturas cambian a lo largo del 
tiempo, lo que nos lleva a la teoría del pro-
ceso de civilización de Norbert Elias  (18), y 
a nuestra tercera propuesta de líneas de in-
vestigación. En efecto, incluso para aquellos 
que son reacios o no están preparados aún 
para introducir la biología y las neurocien-
cias en los planes de estudio básicos de la 
criminología, cabe señalar que hay espacio 
para la innovación dentro de las explicacio-
nes puramente sociológicas y culturales del 
femicidio. Desde esa perspectiva, hay dos 
elementos en la teoría de Elias (1939/2000) 
que merecen atención. En primer lugar, 
Elias señaló que, a lo largo de su vida, los se-
res humanos también pasan por un proceso 
de civilización que los hace cada vez menos 
agresivos. El trabajo de Richard Tremblay 
con varios colegas ha corroborado esta no-
table intuición (véase un resumen en Trem-
blay, 2008), demostrando que los humanos 
no aprenden a ser agresivos sino que, por el 
contrario, aprenden a actuar de forma no 
agresiva (es decir, de forma civilizada). De 
hecho, los niveles de agresividad manifes-
tados en la primera infancia serían intole-
rables a la edad adulta. Esto indica una vez 
más que hay margen de mejoría si desarro-
llamos los programas adecuados. En segun-
do lugar, recordemos que Elias era un judío 
alemán que se vio obligado a exilarse en 
Inglaterra antes de la Segunda Guerra Mun-
dial, donde terminó de escribir El proceso de 
la civilización mientras Hitler lanzaba el ge-
nocidio que acabó con la vida de los propios 
padres de Elias en 1940 y 1941 (Linde y Aebi, 
2020) (19). Esta información permite realizar 
una interpretación alternativa del propósito 
de Elías cuando escribió ese libro. Por un 
lado, demuestra que las culturas occidenta-
les redujeron la violencia y se civilizaron a 
lo largo de los siglos; pero al mismo tiempo 
le preocupa la facilidad con que ese proceso 
civilizador podía detenerse e incluso inver-
tirse debido a su fragilidad. Esto puede ver-
se en su elección de palabras, en particular 
cuando utiliza la terminología freudiana 
para plantear la hipótesis de que los huma-
nos han “reprimido” sus predisposiciones 
agresivas (20). Elias se pregunta qué hace 
falta para despertar estas predisposiciones 
y responde: “Se necesitan una inmensa agi-
tación social y una urgencia, intensificadas 
por una propaganda cuidadosamente con-
certada, para volver a despertar y legitimar 
en grandes masas de personas las pulsiones 
socialmente proscritas, la alegría de matar y 
destruir que han sido reprimidas de la vida 
civilizada cotidiana” (Elias, 2000, p. 170) 
(21). Del mismo modo, sabiendo que el ser 
humano también experimenta un proceso 
de civilización, deberíamos preguntarnos 
qué hace falta para que algunos hombres 
dejen de reprimir su predisposición a la 
agresión, y ahí es donde puede ser útil la 
noción de la toma de conciencia del final de 
una relación.

V.6.d. Generalización de los resultados

En la siguiente y última sección, presenta-
mos nuestras conclusiones, pero antes nos 
gustaría subrayar que las limitaciones de los 
datos disponibles —que pueden sufrir alte-

raciones en los próximos meses— y el tama-
ño limitado de nuestra muestra restringen la 
validez externa de nuestros resultados. Por 
lo tanto, nuestras conclusiones no pueden 
generalizarse, y animamos a los investiga-
dores a replicar nuestro estudio en otros paí-
ses (22).

VI. Conclusión

El objetivo de este trabajo era contrastar 
la hipótesis situacional que postula que el 
número de femicidios debería aumentar 
como consecuencia involuntaria (uninten-
ded consequence) de los confinamientos in-
troducidos para limitar la propagación de la 
pandemia de COVID-19. Los datos recogi-
dos en seis países de habla castellana —Ar-
gentina, Chile, Paraguay, Panamá, México y 
España— indican que debemos refutar esa 
hipótesis. En concreto:

1) El número total de femicidios en 2020 
fue similar al registrado durante cada uno de 
los tres años anteriores.

2) El número de femicidios no aumentó 
durante los meses de confinamiento estric-
to. En particular, en cinco de los seis países 
estudiados, las cifras mensuales de femi-
cidios en abril y/o mayo de 2020 fueron las 
más bajas de todo el año.

3) La distribución de los femicidios duran-
te 2020 siguió el patrón de la distribución es-
tacional de los femicidios en años anteriores.

4) Este patrón coincide en parte con el de 
los delitos violentos, que alcanzan su punto 
máximo durante el verano, cuando hay más 
interacciones sociales en la esfera pública; 
al mismo tiempo, durante las vacaciones es-
tivales aumenta también el tiempo que los 
miembros de la familia pasan juntos.

5) Las definiciones de femicidio difieren 
considerablemente entre los países estudia-
dos. Todas incluyen el homicidio cometido 
por la pareja masculina, la mayoría incluye 
el homicidio perpetrado por otro miembro 
de la misma familia, y dos definiciones son 
incluso más amplias.

6) Algunos países definen el femicidio 
como el acto de matar a una mujer a causa 
de su género/sexo, pero no especifican de 
qué manera ese móvil homicida puede ser 
operacionalizado y probado ante un tribu-
nal de justicia; al mismo tiempo, la legisla-
ción de la mayoría de los países discrimina 
a los hombres en función de su género/sexo, 
puesto que aplican una sentencia más seve-
ra cuando un hombre mata a una mujer que 
en el resto de homicidios.

7) Las sanciones legales por femicidio 
difieren radicalmente en los seis países es-
tudiados, donde pueden acarrear desde un 
máximo de 15 años de prisión hasta la cade-
na perpetua. Sin embargo, no hay relación 
entre la duración de las penas previstas en 
los códigos penales y el número de femici-
dios en cada país. Esto corrobora la hipóte-
sis —ya formulada por Beccaria, por ejem-
plo— que postula que la severidad de las 

sanciones no tiene una correlación directa 
con su efecto disuasorio. Este resultado re-
futa el argumento de aquellos activistas que 
proponen leyes más duras como solución 
para reducir los femicidios.

8) Los resultados de esta investigación 
cuestionan las explicaciones del femicidio 
basadas en la teoría de las actividades co-
tidianas. El elemento ausente en esas ex-
plicaciones parece ser un acontecimiento 
puntual que motiva al asesino a pasar al 
acto. Sobre la base de la investigación dispo-
nible, ese acontecimiento podría ser la toma 
de conciencia por parte del agresor del he-
cho de que su pareja ha decidido terminar 
definitivamente la relación. Sin embargo, la 
inmensa mayoría de las parejas abandona-
das no agreden a sus compañeros, lo que de-
muestra las limitaciones de las explicaciones 
contemporáneas del femicidio.

9) Esta investigación contribuye a una lite-
ratura que no cesa de aumentar y que revela 
que los criminólogos no hemos encontrado 
aún una explicación científica del femicidio, 
lo que deja el campo abierto para la promul-
gación de leyes guiadas por la ideología en 
lugar de la investigación basada en la evi-
dencia empírica.

10) Para mejorar la investigación sobre el 
femicidio y desarrollar programas de pre-
vención eficaces, sugerimos dejar de lado 
los modelos de investigación basados en 
el estudio de casos conocidos de femicidio 
para establecer el perfil de los asesinos. En 
su lugar, recomendamos situar el estudio de 
los femicidios en el contexto general de los 
homicidios y los delitos contra las personas. 
Esto permitirá comprender mejor sus simili-
tudes y diferencias.

11) Por último, sabiendo que la agresión 
humana es el resultado de la combinación 
de influencias heredadas y ambientales en 
el comportamiento humano, proponemos 
un enfoque holístico que incorpora la bio-
logía, las neurociencias y la psicología, así 
como explicaciones sociológicas y culturales 
alternativas.
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Nota a fallo

Relación laboral
Médico de guardia. Presunción de existencia 
de contrato de trabajo. Poder de dirección y 
organización del empleador. 

1. -	 Al haberse admitido que la parte acto-
ra, profesional de la medicina, efectua-
ba tareas en el sanatorio explotado por 
la accionada y a cambio de una retribu-
ción mensual, a la que calificó de hono-
rarios, se torna aplicable la presunción 
contemplada en el art. 23, LCT; esto es, 
que cabe presumir la existencia de un 
contrato de trabajo, salvo que se prue-
be lo contrario.

2. -	 La exclusividad no es una nota esencial para 
tipificar un contrato de trabajo, en tanto lo 
que interesa es determinar si el trabajador, 
cualquiera sea el área en la que se desem-
peñe, realizaba funciones y tareas tendien-
tes al logro de los fines de la empresa.

3. -	 Si los pacientes a los que debía asistir el 
actor eran derivados por la obra social, 
aparece como evidente e innegable el 
ejercicio del poder de dirección y orga-
nización por parte de la entidad accio-
nada y, consecuentemente, se adiciona 
una nueva pauta que favorece la existen-
cia de una relación dependiente, sin que 
se haya demostrado que el demandan-

te tuviera el carácter de empresario para 
excepcionarse de la regla en cuestión.

4. -	 Resulta de plena aplicación al caso la pre-
sunción contenida en el art. 23 de la LCT, 
conforme la cual el hecho de la prestación 
de servicios hace presumir la existencia de 
un contrato de trabajo, salvo que por las 
circunstancias, las relaciones o causas que 
lo motiven se demostrase lo contrario.

5. -	 Desconocida la relación laboral, pero ad-
mitida la prestación de servicios, alegan-
do que lo fue por una causa jurídica aje-
na a un contrato de trabajo, pesa sobre 
el excepcionante la carga de demostrar 

que dicha prestación no fue realizada 
bajo una relación de dependencia.

CNTrab., sala X, 01/02/2022. – Flores Col-
que, Ever Orlando c. Asociación Mutual 
Transporte Automotor s/ Despido. 

[Cita on line: TR LALEY AR/JUR/340/2022]
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La Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo  
consideró probado que un profesional  
de la medicina efectuaba tareas en el sanatorio  
a cambio de una retribución mensual
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SUMARIO: I. Introducción.— II. Algunas consideraciones fundantes y sobre el decisorio que nos ocupa.— III. Algunos casos relevantes en jurisprudencia.— 
IV. A modo de colofón.— V. Bibliografía de consulta.

I. Introducción

En oportunidad de presentar nuestro tra-
bajo “El profesional médico y su vínculo 
jurídico con las instituciones sanitarias” (1) 
señalamos que el hecho de prestar servicios 
médicos en un establecimiento sanitario, 

sean ambulatorios u hospitalarios, de asis-
tencia general o especializada, o en un es-
tablecimiento concertado con el Sistema de 
Salud, sea público o privado, no dice nada en 
cuanto a la naturaleza jurídica de la relación 
que vincula al profesional con la entidad; esa 
naturaleza puede ser laboral o civil.

La circunstancia de que el trabajador sea 
un profesional —de los que se conocen 
con la denominación de “profesiones li-
bres”— no impide calificar de dependiente 
el vínculo, si este tuviese tal carácter; la de-

terminación dependerá de la relación en par-
ticular.

La relación entre el profesional médico y 
la entidad sanitaria será laboral, si reúne los 
requisitos definitorios del contrato de traba-
jo, que son en esencia dos: la ajenidad y la 
dependencia.

I.1.Trabajo por cuenta ajena: manifestaciones

La nota de la ajenidad, esto es, el trabajar 
en utilidad patrimonial de otro al que se ce-

den originariamente o ab initio los frutos del 
trabajo, sin asumir el trabajador el riesgo y 
ventura de la actividad, se refleja en ciertos 
indicios, que vienen siendo catalogados por 
la jurisprudencia. Son indicios de ajenidad 
los siguientes: la puesta a disposición del 
empresario de los servicios o bienes pro-
ducidos por el trabajador; la adopción por 
el empresario de las decisiones relativas al 
mercado, clientes, precios y tarifas, selec-
ción de clientela o personas a atender, ca-
rácter periódico o fijo de la remuneración; 
así como la no asunción por el trabajador 

Véase el texto completo en p. 11

Especial para La Ley. Derechos reservados (Ley 11.723)
(1) CHARTZMAN BIRENBAUM, Alberto, “El profesio-

nal médico y su vínculo jurídico con las Instituciones Sa-
nitarias”, LA LEY, 2019-E, 868.

https://informacionlegal.com.ar/maf/app/document?docguid=i2FCFD2E72A9FC459C46366F7DF16E8D1&reload=true
https://informacionlegal.com.ar/maf/app/document?docguid=i8E18BC03DF84F95DEA1CFDFF8BA1E61C
https://tienda.thomsonreuters.com.ar/codigo-penal-de-la-nacion-978-950-20-2999-3/p
https://tienda.thomsonreuters.com.ar/codigo-penal-de-la-nacion-978-950-20-2999-3/p
https://tienda.thomsonreuters.com.ar/codigo-penal-de-la-nacion-978-950-20-2999-3/p
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del riesgo ni del lucro especial derivado de 
la actividad.

Las dificultades interpretativas surgen, 
como hemos dicho, cuando en una relación 
no están presentes todos y cada uno de esos 
indicios, y sobre todo cuando coexisten fac-
tores de laboralidad y de no laboralidad, lo 
que debilita el valor de aquellos a efectos 
de determinar si se está en presencia de 
una relación laboral. Ello explica en parte 
las aparentes (y a veces reales) discordan-
cias interpretativas que se encuentran en la 
jurisprudencia y doctrina judicial recaídas 
en la materia.

Así, el hecho de que la titularidad de los 
medios productivos no sea asumida por el 
propio trabajador, sino por el empresario o 
empleador ha dado lugar a pareceres de los 
tribunales sobre su alcance no uniformes; 
en efecto, la jurisprudencia y doctrina judi-
cial han entendido en algunos casos que no 
hay ajenidad ni contrato de trabajo cuando 
el médico es titular de los medios materiales 
y personales que integran la organización 
sanitaria.

Para calificar a un contrato como laboral 
o no laboral es más importante aún, si cabe, 
que la nota de ajenidad la clásica nota de de-
pendencia, en la versión palmaria de su in-
terpretación y del art. 23 LCT: es dependien-
te la prestación de servicios que se realiza 
dentro del ámbito de organización y direc-
ción de otra persona. En efecto, el profesio-
nal médico sujeto de un contrato de trabajo 
es el que realiza su prestación profesional 
en régimen de dependencia respecto de un 
empresario o empleador en cuyo círculo di-
rectivo y organizativo se inserta. Ahora bien; 
el sentido y alcance de la dependencia en la 
prestación de servicios de un profesional de 
la salud presentan singularidades que difi-
cultan su identificación. Estas singularida-
des se ponen de relieve cuando se dispone 
que el ejercicio de las profesiones sanitarias 
se llevará a cabo con plena autonomía téc-
nica y científica. Ante esta esfera de autono-
mía del profesional, no puede extrañar que 
durante mucho tiempo se rechazara la po-
sibilidad de considerar a los galenos como 
trabajadores dependientes, argumentándo-
se que tales profesionales necesitan de una 
amplia independencia técnico-científica en 
el desempeño de su actividad, un ámbito 
de libre decisión, de autonomía técnica y 
de asunción de los propios criterios y res-
ponsabilidades, que serían incompatibles 
con la dependencia propia del trabajador 
incluido en el Derecho del Trabajo. Esas ob-
jeciones a la posible laboralidad del vínculo 
de los referidos profesionales al servicio de 
organizaciones se superaron hace tiempo, 
merced a una interpretación menos riguro-
sa y por tanto más flexible de la noción de 
dependencia. La sujeción al poder directi-
vo empresarial se manifiesta en el deber de 
obediencia a órdenes e instrucciones que de 
ordinario van referidas al contenido mismo 
de la prestación, pero que respecto de de-
terminadas actividades aluden sobre todo 
a las circunstancias de tiempo (jornada, 
horarios, turnos, descansos) y lugar de esa 
prestación (asignación de puesto de trabajo, 
desplazamientos y traslados); circunstan-
cias cuya determinación por el empresario 
no invade la autonomía técnica del profe-
sional (y lo que se dice del médico es apli-
cable al abogado, al ingeniero, al arquitecto, 
al economista o a cualquier otro profesional 
titulado).

Es necesario, pues, acudir a otros signos o 
síntomas de dependencia para poder califi-
car como laboral a la relación del profesional 
de la salud con la entidad sanitaria o asegu-
radora.

La jurisprudencia ha elaborado un mapa 
de indicios de dependencia de la relación 
del profesional sanitario. Tales indicios 
son: la asistencia del trabajador al centro 
de trabajo del empleador; el desempeño 
personal del trabajo, sin perjuicio de susti-
tuciones, siempre que estas sean de carác-
ter excepcional; la inserción del trabajador 
en la organización productiva de la empre-
sa; la programación de dicha organización 
por el empresario y la ausencia de organi-
zación empresarial a cargo del trabajador. 
Nadie duda de que la concurrencia de to-
dos y cada uno de los indicios de esa lista 
configura la nota de dependencia laboral. 
Sin embargo, la apreciación de la existen-
cia de esos indicios no es siempre fácil; y 
mucho menos lo es, como ya hemos dicho, 
la valoración de una relación jurídica en la 
que coexistan indicios de signo contradic-
torio (unos de laboralidad, otros de extra-
laboralidad).

Por ejemplo, siendo la recepción de ór-
denes e instrucciones uno de los signos 
más claros de dependencia laboral, se 
ha entendido que no hay dependencia ni 
por tanto contrato de trabajo cuando las 
órdenes que recibe el médico son meras 
“indicaciones e instrucciones operativas ge-
néricas” cuyo alcance es el de la pura “con-
creción del objeto del contrato”. De acuerdo 
con esta doctrina, y dado que ningún pro-
fesional sanitario puede recibir órdenes e 
instrucciones concretas sobre el ejercicio 
de su prestación, resultaría que las únicas 
y genéricas órdenes que tal profesional sí 
puede recibir son insuficientes para con-
figurar la dependencia característica de 
la relación laboral. Argumentación que 
excluiría sin más la posibilidad de que los 
profesionales sanitarios pudieran concer-
tar contratos de trabajo (2).

Si del indicador de las órdenes e instruc-
ciones se pasa al habitual de la titularidad 
del centro de trabajo, es cierto que el hecho 
de que el profesional sanitario preste sus 
servicios en un local controlado por la enti-
dad con la que ha contratado opera como un 
indicio de laboralidad.

También se ha considerado “dato expre-
sivo” de dependencia laboral la sujeción 
del profesional a un horario impuesto por 
la otra parte del contrato, pero otras reso-
luciones niegan que esta sea una condición 
sine qua non para que exista contrato de 
trabajo. Análoga inseguridad se ha obser-
vado respecto del indicio de laboralidad 
consistente en el desempeño personal del 
trabajo comprometido por el profesional 
sanitario.

II. Algunas consideraciones fundantes y so-
bre el decisorio que nos ocupa

Un nuevo modo de trabajar, con tecnolo-
gías nuevas, provoca una revolución en la 
modalidad de vinculación del trabajo y las 
empresas, donde reemplazamos el salario 
por el honorario.

Señala Ghersi (3):

1. Los profesionales tendrán autonomía e 
independencia para acoplar diversidad de 
modalidades de trabajo, incluso varias pre-
pagas u obras sociales, pero se encuentran 
en una dependencia funcional con la prepa-
ga, a través de contratos conexados o redes 
de contratos. Por ende son un solo sistema, 
donde pierden su individualidad como ejer-
cicio profesional liberal.

2. Las estructuras de profesionales de car-
tillas son estructuras planas, con tres jerar-
quías formales: la prepaga como empresa, 

las derivaciones administrativas y las audi-
torías de control.

En cuanto a las medicinas prepagas, se 
trata de verdaderas organizaciones empre-
sariales; incluso así las denominan los arts. 1 
y 2 de la ley 26.682 de Marco Regulatorio de 
Medicina Prepaga (especialmente el 2, que 
señala: “A los efectos de la presente ley se con-
sideran empresas”).

En cuanto a las derivaciones administra-
tivas, se trata de departamentos o áreas de 
la empresa que se vinculan con los médicos 
de cartilla en cuanto a los requisitos de aten-
ción de pacientes, entre otras cosas.

Por último respecto a las auditorías de 
control, son las áreas con profesionales que, 
conforme a directivas de la empresa (organi-
zación y eficiencia) y la ciencia médica, de-
terminan la calificación científica, la eficacia 
empresarial, el control de costos, etc., del 
accionar de los médicos de cartilla con rela-
ción a la prestación con los pacientes. Esta es 
una nota central en la negativa a considerar 
a estos médicos de cartilla en los términos 
de profesión liberal del art. 2 ley 24.240.

3. Los médicos de cartilla en esta situa-
ción no ejercen la profesión liberal en los 
términos del art. 2 ley 24.240, sino como 
“insumos” empresariales con dependencia 
funcional.

En el ejercicio de la profesión liberal que 
establece el art. 2 de la ley 24.240 se trata de 
profesionales que son sus propios dueños y 
que asumen el riesgo en función de ese ejer-
cicio. En cambio, como médicos de cartilla 
asumen el riesgo empresarial como insumos 
y dependientes funcionales de la empresa.

4. Esta dependencia funcional no implica 
“temporalidad sin límites”, ya que la empre-
sa puede desprenderse del médico en cada 
ciclo contractual. Ventaja respecto de la 
dependencia laboral, ya que la rescisión en 
principio no implica reparación alguna. El 
riesgo es asumido por el profesional al in-
corporarse a esta modalidad de trabajo ter-
cerizado.

5. La organización del trabajo del médico 
de cartilla la dirige la empresa; y la ejecu-
ción, el profesional.

La empresa proyecta y planifica la actividad 
del médico de cartilla y este ejecuta en los tér-
minos empresariales, lo cual no se debe con 
fundir con la libertad de fijar horarios, etc., ya 
que esto mismo es parte de las opciones que 
la empresa le brinda al profesional.

6. El prestador de cartilla puede ser tanto 
un profesional individual como un grupo 
de profesionales, incluso organizado como 
empresa (vulgarmente denominado “centro 
médico”).

La tercerización de roles y funciones es un 
concepto de “derivación” que asume distin-
tas modalidades, pero todas ellas son parte 
de la actividad empresarial como “sistema”.

7. Los contratos a plazo fijo son la caracte-
rística de esta prestación del médico de car-
tilla (los denominados ciclos).

En general son anuales, pero en determi-
nados supuestos no tienen que ver con el 
tiempo, sino con cantidades de prestaciones 
o determinadas especialidades, etc., pero 
todo indica un determinado ciclo relacional.

8. La retribución es por paciente atendido, 
siempre y cuando se cumpla con las directivas 
administrativas, técnicas y de autorizaciones 
especiales con dictámenes de auditoría.

En este sentido los honorarios los esta-
blece por nomenclador la empresa y no los 
profesionales.

9. Cada vez más se requerirá mayor espe-
cialización en los médicos de cartilla y en los 
centros médicos, ponderando “nombre/s 
como marca”.

Por consiguiente son un insumo en la or-
ganización de la sistemática y de la estruc-
tura de las empresas de medicina prepaga, 
donde el médico ha asumido esta situación, 
porque también se beneficia con la posibili-
dad de “múltiples relaciones de trabajo”, con 
lo cual en sí mismo posee una organización 
empresarial intermedia entre la prepaga y 
el paciente (los americanos tienen una ter-
minología para esta situación del médico 
“hágalo Ud. Mismo”) Recordemos los térmi-
nos de los arts. 2º y 40 de la ley 24.240, así el 
art. 2º establece:

“Proveedor — Es la persona física o jurí-
dica de naturaleza pública o privada, que 
desarrolla de manera profesional, aun oca-
sionalmente, actividades de producción, 
montaje, creación, construcción, transfor-
mación, importación, concesión de marca, 
distribución y comercialización de bienes 
y servicios, destinados a consumidores o 
usuarios. Todo proveedor está obligado al 
cumplimiento de la presente ley. No están 
comprendidos en esta ley los servicios de 
profesionales liberales que requieran para 
su ejercicio título universitario y matrícula 
otorgada por colegios profesionales reco-
nocidos oficialmente o autoridad facultada 
para ello, pero sí la publicidad que se haga 
de su ofrecimiento. Ante la presentación 
de denuncias, que no se vincularen con la 
publicidad de los servicios, presentadas 
por los usuarios y consumidores, la auto-
ridad de aplicación de esta ley informará 
al denunciante sobre el ente que controle 
la respectiva matrícula a los efectos de su 
tramitación”.

La categorización es doble, en una prime-
ra línea se alude a la persona:

“Es la persona física o jurídica de naturale-
za pública o privada, que desarrolla de ma-
nera profesional, aun ocasionalmente”; 

y en una segunda línea, a la actividad:

“actividades de producción, montaje, crea-
ción, construcción, transformación, impor-
tación, concesión de marca, distribución y 
comercialización de bienes y servicios”; con 
lo cual queda demostrado que el médico 
de cartilla es una empresa porque organiza 
su actividad con diversidad, que a su vez es 
insumo de la empresa prepaga. En cambio 
la supuesta exclusión es solo cuando ejer-
ce su profesión liberal sin intermediación 
(prepaga), sin ser parte de una organización 
(dependencia funcional) y sin organizar una 
estructura empresarial diversificada (médi-
co de cartilla de varias entidades privadas e 
incluso el ejercicio liberal).

En la causa caratulada como “Flores 
Colque, Ever Orlando c/ Asociación Mu-
tual Transporte Automotor s/ despido”, la 
Sala X de la Cámara Nacional de Apela-
ciones del Trabajo consideró probado que 
la parte actora, profesional de medicina, 
efectuaba tareas en el sanatorio explotado 
por la accionada a cambio de una retribu-
ción mensual.

Mientras el actor invocó la existencia de 
una relación de dependencia, la demandada 
adujo que la actividad realizada por el de-
mandante —médico de guardia— era efec-
tuada en forma autónoma y en virtud de un 
contrato de locación de servicios celebrado 
con el actor conforme el derecho común.

Los magistrados ponderaron como prue-
ba que los pacientes a los que debía asistir el 
actor eran derivados por la obra social, apa-
rece como “evidente e innegable el ejercicio 
del poder de dirección y organización por 
parte de la entidad accionada”.

(2) MONTOYA MELGAR, A. - CÁMARA BOTÍA, A., 
“Médicos al servicio de entidades sanitarias privadas”, 
Tecnos, Madrid, 1991.

(3) GHERSI, Carlos A., “Los médicos de cartilla: insti-
tuciones y pacientes. Aplicación de la Ley 24.240”, Micro-
juris 23/09/2011
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III. Algunos casos relevantes en jurispru-
dencia

III.1. Interesa referirnos en primer término 
a nuestro trabajo (4)

Analizamos sendos fallos emitidos por la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación en las 
causas “Cairone, Mirta Griselda y otros c/ So-
ciedad Italiana de Beneficencia en Buenos Ai-
res – Hospital Italiano s/ Despido” y “Pastore, 
Adrián c/ Sociedad Italiana de Beneficencia 
en Buenos Aires – Hospital Italiano”, en las que 
rechazó las demandas iniciadas por anestesió-
logos contra el Hospital Italiano, en las que pi-
dieron el otorgamiento de una indemnización 
por una invocada “relación de dependencia”.

También citamos tangencialmente otro fa-
llo dictado por la propia Corte Suprema en la 
causa “Rica, Carlos Martín c/Hospital Alemán 
y otro s/Despido”, en la que también rechazó 
la invocada relación de dependencia del mé-
dico neurocirujano Rica, contra el Hospital 
Alemán y Médicos Asociados Sociedad Civil.

En este caso, el mencionado médico neuroci-
rujano demandó al Hospital Alemán en que tra-
bajaba, aduciendo que el vínculo que lo unía a 
la institución era de carácter laboral, pese a que 
facturaba sus servicios como monotributista.

La juez de Primera Instancia y la Cámara 
Nacional de Apelaciones del Trabajo admi-
tieron el planteo efectuado por el galeno, con 
fundamento en que “el contrato de locación 
de servicios no existe más en ningún ámbito 
del derecho” y concluyó que, probada la pres-
tación de servicios, el vínculo era necesaria-
mente de carácter laboral.

Con la firma de los jueces Ricardo Loren-
zetti, Elena Highton de Nolasco y Carlos 
Fernando Rosenkrantz y la disidencia de los 
Dres. Juan Carlos Maqueda y Horacio Rosatti, 
la Corte Suprema revocó el fallo de la Cámara.

El tribunal destacó que la prestación de ser-
vicios para una empresa no implica necesa-
riamente que la relación sea de dependencia 
y recordó la vigencia del contrato locación de 
servicios en el derecho argentino y que, ade-
más, la relación en análisis se había desarro-
llado con anterioridad a la reforma del Código 
Civil que, según los miembros de la Cámara 
de Apelaciones del Trabajo, habría suprimido 
su existencia.

Por otro lado, el tribunal descalificó el pro-
nunciamiento de la Cámara, porque omitió 
valorar prueba según la cual, a su criterio, la 
relación no tenía ninguno de los rasgos típi-
cos de la relación laboral.

En este sentido, la Corte Suprema recordó 
que el médico era socio de Médicos Asocia-
dos Sociedad Civil, entidad que había redac-
tado un protocolo normativo con el título 
Guía de la Actividad del Cuerpo Profesional 
del Hospital Alemán, que regulaba la relación 
entre los médicos asociados a dicha entidad 
con el Hospital Alemán.

La Corte Suprema afirmó que la guía con-
tiene tres rasgos relevantes que tanto la juez 
de Primera Instancia como la Cámara Nacio-

nal de Apelaciones del Trabajo habrían omi-
tido considerar.

En primer término, la Guía dispone que 
la elección de los médicos que trabajan en 
los distintos servicios del Hospital Alemán 
(servicio de cirugía general, neurología, etc.) 
debe ser efectuada de manera conjunta por el 
Hospital Alemán y por todos los médicos que 
integran el servicio en cuestión.

En segundo lugar, la Guía confeccionada 
por la asociación a la que Rica pertenecía 
contiene una serie de disposiciones sobre 
cómo deben cumplirse las tareas asistencia-
les de los profesionales. Respecto de médicos 
como Rica, las normas de la Guía establecen 
que, al momento de ser designados o autori-
zados para realizar sus prácticas, dichos pro-
fesionales deben “pactar” las pautas perti-
nentes para prestar sus servicios con médicos 
que se desempeñen como Jefes de Servicios 
o como Jefes de Departamento. La Guía tam-
bién dispone que los médicos pueden “agre-
gar nuevas tareas a las pactadas al inicio de su 
actividad, conforme estas le sean propuestas”. 
De lo anterior surge que la institución no es-
taba facultada para introducir por su sola vo-
luntad cambios en una modalidad esencial 
del contrato de trabajo, como la relativa a las 
normas que los médicos debían seguir para 
realizar las prestaciones comprometidas.

En tercer término, las normas de la Guía 
disponen que los médicos solo reciben una 
contraprestación por los servicios efectiva-
mente prestados y nada reciben, si no reali-
zan prestaciones.

En los últimos años se discute en la activi-
dad sanitaria la calificación que le correspon-
de al trabajo de los médicos que desarrollan 
sus tareas en las instituciones sanitarias (re-
lación de dependencia o profesionales inde-
pendientes).

Estamos convencidos que, pese a algunos 
comentarios en contrario que se han oído, no 
puede sostenerse que los médicos que pres-
tan servicios en entidades de salud no tienen 
relación de dependencia, sobre todo, y como 
el precedente “Flores Colque”, mediante la 
atención de los pacientes derivados por la ac-
cionada, cuestiones muy comunes que deben 
observarse a la luz del principio de primacía 
de la realidad del art 14 LCT.

III.2. Probada la organización de agenda y 
provisión de locación y elementos, se juzga que 
existe contrato de trabajo entre un médico y la 
entidad demandada

Autos: “Saba Félix c/ Obra Social del Personal 
de Micros y Om. de Mza. (Ospemom) s/ despi-
do - rec. ext. de inconstit”. Casación Tribunal: 
Suprema Corte de Justicia de la Provincia de 
Mendoza Sala/Juzgado: Segunda Fecha: 22/
ago/2016 publ. 3 de febrero de 2017, TR LALEY 
AR/JUR/103943/2010

1. Se confirmó la sentencia que hizo lugar 
a la demanda por despido, pues surge proba-
do que el actor prestó su servicios médicos 
profesionales dentro de una organización 
empresaria ajena y en exclusivo beneficio de 
aquella, atendiendo a los pacientes propios 

de dicha obra social a cambio de una contra-
prestación, tornándose operativa la presun-
ción contenida en el art. 23, LCT, no desvir-
tuada por ningún medio por la accionada a 
favor de su versión de la existencia del contra-
to de locación de servicios invocado.

2. El magistrado tuvo muy especialmente en 
cuenta los contratos suscriptos entre las partes, 
merituándolos en función del principio de pri-
macía de la realidad, dándole valor a esta por 
sobre las formalidades estipuladas en aquellos, 
por ello resulta innecesario hacer hincapié en 
la falta de negativa de los contratos por parte 
del actor, si justamente lo que el accionante 
pretendía era demostrar que lo convenido en 
esos contratos no se condecía con la realidad.

IV. A modo de colofón

A lo largo del presente trabajo se procuró 
poner de relieve la crisis que sufre actual-
mente el paradigma clásico de la estructura 
de la relación del médico y su inserción en el 
proceso sanitario donde actúa, sobreviniente 
a profundas transformaciones socioeconó-
micas. Con el objeto de acompañar las modi-
ficaciones que exhibía la realidad y de brindar 
respuesta —repito, no sin reproches— a la de-
manda de mayor flexibilidad en la incorpora-
ción de mano de obra, fueron implementán-
dose modalidades de trabajo divorciadas de 
los estándares propios del vínculo laboral 
clásico, cuyas distinciones decantaron —en 
múltiples ocasiones— en la precariedad ma-
terial de las contrataciones originadas a par-
tir de tales figuras. Inseguridad respecto de 
la permanencia laboral, ingresos variables e 
inferiores a los mínimos necesarios para ga-
rantizar la subsistencia, ausencia de inversión 
destinada a la capacitación de dichos trabaja-
dores y nulas expectativas de desarrollo pro-
fesional, son solo algunas notas de la negativa 
contracara que ensombrece a las figuras atí-
picas y que son la causa del escepticismo que 
suelen generar en el operador jurídico.

Esta situación crítica se extiende, asimis-
mo, al criterio de la dependencia como pa-
rámetro excluyente de tutela en el ámbito del 
derecho del trabajo, pero principalmente a 
la dicotomía protección/desprotección que, 
como lo destacan muchos autores, ha pro-
piciado resultados poco beneficiosos para la 
comunidad profesional.

Sin embargo, las críticas y las soluciones 
continúan formulándose dentro del mismo 
esquema, y suelen girar —como también se 
ha reseñado— en torno a la sofisticación de los 
criterios hermenéuticos a aplicar para deter-
minar de qué lado de la vereda se sitúa la ac-
tividad analizada. Al margen de que tal proce-
dimiento podría permitir aspirar al resultado 
más justo en el caso concreto, no puede sosla-
yarse que identificar en aquel la única solución 
posible a esta dicotomía importa resignar la 
naturaleza misma del derecho como regulador 
anticipatorio de la conducta social, a la par que 
excluiría de su respuesta a las dificultades que 
tal situación suscita para otras ramas del orde-
namiento (como ser, solvencia del sistema de 
seguridad social y cuestiones tributarias).

En el marco de una sociedad signada por 
la antinomia, pretender que una decisión 
jurisdiccional (adoptada, reitero, dentro del 
férreo límite del caso concreto, a partir de una 
reconstrucción posfáctica de los hechos suce-
didos y con alcances circunscriptos a los liti-
gantes) opere como pauta disuasiva de frau-

des laborales, denota expectativas —cuando 
menos— quiméricas. Sería lisa y llanamente 
pecar de ingenuidad.

En la medida que la prestación de servicios 
por un profesional se desarrolle dentro del 
establecimiento empresario y con sujeción 
a un horario determinado, aun cuando este 
admita cierto grado de elasticidad, resultaría, 
prima facie, aceptable la conclusión de que 
media relación de dependencia. En dicho 
orden amerita tener presente la importancia 
que revela la atención del profesional a los 
pacientes que la institución sanitaria pone 
a su disposición. La circunstancia de que el 
profesional realice sus tareas fuera del ámbito 
empresario no es, por sí sola, motivo para ex-
cluir la figura laboral; y en tanto y en cuanto 
sus ingresos estén determinados por sumas 
fijas, percibidas periódicamente, debe acep-
tarse que la relación tiene un carácter depen-
diente o dirigido.

La naturaleza jurídica del vínculo existente 
entre un profesional y el establecimiento en 
el que presta servicios dependerá entonces 
de las circunstancias fácticas que en cada 
caso concurran. Tales que, aun permitiendo 
el tránsito entre una típica relación de de-
pendencia hasta el libre ejercicio profesio-
nal, atraviesan zonas intermedias en las que 
resulta necesario desbrozar y despejar con 
nitidez los perfiles que definen la configura-
ción del vínculo jurídico existente entre las 
partes. Es por ello que me enrolo en aquellas 
posiciones que sostienen que resultan estéri-
les los principios que pudieran desarrollarse 
en abstracto, correspondiendo en cada caso 
concreto verificar las circunstancias fácticas 
que concurran a los fines de la determinación 
de la eventual existencia de subordinación ju-
rídica, económica y, si fuere posible, técnica 
que caracterizan la relación de dependencia 
laboral (5).

Para concluir con estas líneas, y a modo de 
síntesis, considero que no debemos “retroce-
der en los avances” ante las posiciones rígidas 
sobre las interpretaciones, tanto normativas 
como fácticas, en el curso de las causas judicia-
les, las que constituyen un atentado y un obs-
táculo a la natural evolución del sistema jurídi-
co-legal que caracteriza al Estado de Derecho.
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Texto completo de fallo de p. 9

2ª Instancia.- Buenos Aires, 1 de febrero 
de 2022.

El doctor Leonardo J. Ambesi dijo:

I.- Llegan las actuaciones a conocimien-
to de esta alzada con motivo del recurso de 

apelación que, contra la sentencia definiti-
va nro. 6136, interpuso la demandada se-
gún el memorial incorporado en la causa, 
recibiendo la respectiva réplica de su con-
traria.

Asimismo, la accionada apeló los hono-
rarios regulados tanto a la representación y 
patrocinio de la parte actora como al perito 
contador, por considerarlos elevados

II.- En primer lugar, cabe resaltar que 
mientras el actor invocó la existencia de 
una relación de dependencia, la deman-
dada adujo que la actividad realizada por 
el demandante —médico de guardia— era 
efectuada en forma autónoma y en virtud 
de un contrato de locación de servicios ce-
lebrado con el actor conforme el derecho 
común. De lo expuesto, se desprende que 
la accionada reconoció la prestación de 

servicios por parte del Sr. Flores Colque a 
su favor.

Desde esta perspectiva, y pese a lo mani-
festado por la apelante, resulta de plena apli-
cación al caso la presunción contenida en el 
art. 23 de la LCT, conforme la cual, “el hecho 
de la prestación de servicios hace presumir 
la existencia de un contrato de trabajo, salvo 
que por las circunstancias, las relaciones o 



12 | Miércoles 27 de abril de 2022

PROPIEDAD DE LA LEY S.A.E. e I.  
Administración, Comercialización y Redacción:  
Tucumán 1471 (C. P. 1050 AAC)  
Bs. As. República Argentina
Impreso en La Ley, Rivadavia 130, Avellaneda, 
Provincia de Buenos Aires.

Thomsonreuterslaley

TRLaLey

linkedin.com/showcase/thom-
son-reuters-argentina-legal/

thomsonreuters.com.ar/es/solu-
ciones-legales/blog-legal.html

Centro de atención  
al cliente: 

0810-266-4444

Director Editorial: Fulvio G. Santarelli
Jefa de Redacción: Yamila Cagliero

Editores:

Nicolás R. Acerbi Valderrama
Florencia Candia

Elia Reátegui Hehn
Marlene Slattery

causas que lo motiven se demostrase lo con-
trario”.

En este sentido, el Tribunal tiene dicho 
que, desconocida la relación laboral pero 
admitida la prestación de servicios alegando 
que lo fue por una causa jurídica ajena a un 
contrato de trabajo, pesa sobre el excepcio-
nante la carga de demostrar que dicha pres-
tación no fue realizada bajo una relación de 
dependencia (cfr. esta Sala, SD Nº 4.144 del 
23/6/98, “Soldavini, Gustavo A. c/ Fire Segu-
ridad SRL”).

Y para el caso, según lo ha expresado esta 
Sala de manera señera, al haberse admi-
tido que la parte actora, profesional de la 
medicina, efectuaba tareas en el sanatorio 
explotado por la accionada y a cambio de 
una retribución mensual, a la que calificó de 
honorarios, se torna aplicable la presunción 
contemplada en el art. 23 LCT; esto es, que 
cabe presumir la existencia de un contrato 
de trabajo, salvo que se pruebe lo contrario 
(cfr. esta Sala, 31/03/2000, “Gagliardini, Cé-
sar y otros c/Obra Social Personal de la In-
dustria Molinera”).

En este contexto, no se advierte que la 
demandada haya logrado traer ningún ele-
mento de convicción que demostrara que 
los servicios prestados por el trabajador no 
lo eran en calidad de dependiente (art. 377 
CPCCN).

No obsta a ello la queja expuesta en 
cuanto a la falta de exclusividad de las ta-
reas efectuadas por el médico, por cuanto 
la misma no es una nota esencial para ti-
pificar un contrato de trabajo, en tanto lo 
que interesa es determinar si el trabajador, 
cualquiera sea el área en la que se desem-
peñe, realizaba funciones y tareas tendien-
tes al logro de los fines de la empresa (cfr. 
en igual sentido ver SD 1.234 del 31-3-97 
del registro de esta misma Sala X in re: 
“Pereira Carlos F. c/ Sempre S.A. y otro s/ 
despido”), circunstancia que en el caso ha 
quedado acreditada.

Idéntico destino tendrán las afirmacio-
nes vertidas por la recurrente en torno a la 
falta de sujeción a pautas técnicas debido 
a la calidad de profesional que detenta el 
accionante. Si tal como lo admitiera desde 
el inicio la demandada, los pacientes a los 
que debía asistir el actor eran derivados 
por la obra social, aparece como eviden-
te e innegable el ejercicio del poder de 
dirección y organización por parte de la 
entidad accionada y, consecuentemente, 
se adiciona una nueva pauta que favore-

ce la existencia de una relación depen-
diente sin que se haya demostrado que 
el demandante tuviera el carácter de em-
presario para excepcionarse de la regla en 
cuestión (SD 6887 del 27-8-99 del registro 
de esta Sala X, “De Luca Jorge Feliciano c/ 
Laboratorios Cammarota SA y otro s/ des-
pido”).

A fuerza de reiterar el criterio delinea-
do, tampoco puede admitirse —como se 
pretende— que la relación que vinculara 
a ambas partes no pueda ser subsumida 
dentro de la legislación laboral por cuanto 
el actor es un profesional del arte de curar. 
En este sentido, a lo ya dicho cabe agregar 
que la mera circunstancia de que el actor 
sea un profesional no permite inferir, por 
esa sola condición, que no haya podido 
estar a órdenes de la demandada, ni que 
no sea aplicable la presunción estableci-
da en el art. 23 de la LCT (cfr. esta Sala X, 
SD 213 del 16-9-96 in re “López Gay, Cris-
tina c/ Congregación de la Santa Unión de 
los Sagrados Corazones y otro”; íd. Sala II, 
sent. 69.691 del 31-3-92 in re “Pellegrini, 
Silvia c/ Iglesias Blanco, José”).

Así, ante lo expresado por la recurrente 
en el memorial recursivo, en cuanto a que la 
sentenciante omitió el debido análisis de la 
prueba aportada por su parte, debe indicar-
se que, más allá de lo señalado por la sede 
de origen, de las declaraciones coherentes 
y debidamente circunstanciadas de los tes-
tigos De l. R. (fs.121/122), D. (fs. 136/137), 
M. (fs. 134/135), S. (fs. 136/137) y G. 
(fs. 195/196), convocados a propuesta de la 
actora y demandada (los últimos tres), sur-
ge que el actor se encontraba inserto en la 
estructura del ente demandado, el cual le 
asignaba pacientes, debiendo reportar al 
Dr. Pérez (coordinador de obstetricia del 
servicio de la demandada) en la realización 
de sus tareas.

En suma, habiéndose activado la presun-
ción del art. 23 LCT, sin que la accionada 
haya acercado elementos de convicción diri-
gidos a excepcionarse, en los términos de la 
propia regla jurídica en operación, no queda 
otra alternativa que desechar los planteos y 
ratificar lo decidido en grado en cuanto a la 
existencia de una relación de dependencia 
en el vínculo aquí ventilado.

III.- La misma suerte correrá la queja in-
terpuesta en relación a la base de cálculo del 
monto de la liquidación, según lo receptado 
por la Sra. Jueza “a quo”, ya que no se aportan 
argumentos de peso que permitan modificar 
lo decidido.

Soslaya la recurrente que, conforme la 
presunción establecida en el art. 55 de la ley 
de contrato de trabajo, deben tenerse como 
ciertas las afirmaciones del trabajador so-
bre las circunstancias que debían constar 
en los asientos contables de la empleado-
ra, salvo prueba en contrario (cfr. esta Sala, 
26/02/1998, “Bianchi, Rubén c/Transportes 
Servemar S.A.”). En ese orden, atento la falta 
de registraciones laborales, resulta aplicable 
al caso lo establecido en la citada norma, en 
virtud de la cual se generó una presunción a 
favor de las afirmaciones del trabajador so-
bre las circunstancias que debían constar en 
tales asientos.

Ello así, las constancias de autos (presta-
ción y ausencia de registraciones laborales) 
tienden a corroborar la presunción vincula-
da a la remuneración denunciada, por lo que 
resulta pertinente ratificar el salario recepta-
do en el fallo de grado el cual luce adecuado 
a la naturaleza y extensión de la labor desa-
rrollada (conf. art 56 LCT y 56 LO).

Respecto del tope indemnizatorio cabe 
destacar que la sentenciante, al expedir-
se sobre el mismo, tuvo en consideración 
lo expuesto de su parte a fs. 72 (ver fallo) 
por lo que se ven claramente equivocadas 
las argumentaciones vertidas en la protes-
ta, en tanto se encuentran dirigidas a in-
sistir en una postura que recién introdujo 
al impugnar la pericia, y que fue debida-
mente contestada por el perito contador a 
fs. 191, sin haberse sostenido al tiempo de 
ejercer su derecho en la etapa del art. 94 
(fs. 218/230). Por lo tanto, teniendo en 
cuenta lo reseñado y considerando que 
el agravio vertido además no concreta en 
detalle la medida del perjuicio invocado, 
corresponde estar a lo resuelto sobre el 
punto en origen.

IV.- En lo que hace a la condena por los 
salarios adeudados y no prescriptos como a 
los recargos derivados de lo establecido en 
el arts. 8 y 15 LNE, 2 de la ley 25.323 y 80 LCT 
(texto art. 45 ley 25.345), se mantendrá la 
condena de grado.

Al cumplimiento de los requisitos forma-
les de procedencia se suma, como bien lo ha 
dicho la juzgadora pretérita, la real entidad 
de la vinculación que poseía el trabajador y 
que torna admisibles tales incrementos.

Por todo lo expuesto, se propone ratificar 
la sentencia recurrida.

V.- En cuanto a los honorarios regulados 
en la instancia anterior, tanto a la represen-

tación letrada de la parte actora como al pe-
rito contador actuante, teniendo en cuenta 
el mérito y eficacia de las tareas desarrolla-
das y las pautas arancelarias vigentes, se es-
tima que los emolumentos lucen razonables 
y ajustados a derecho, por lo que se propicia 
su confirmación en esta instancia (art. 38 de 
la LO. y ccds. ley arancelaria).

VI.- Las costas de alzada quedarán a cargo 
de la recurrente vencida, al no haber margen 
alguno para apartarse de la regla general en 
la materia (conf. art. 68, 1era. parte CPCCN), 
regulándose los honorarios de la representa-
ción y patrocinio letrado de las partes actora 
y demandada, por su intervención en la ins-
tancia, en el 30% respectivamente, de lo que 
les corresponda percibir por su actuación en 
la instancia anterior (art. 38 de la LO. y cctes. 
ley arancelaria).

Por todo lo expuesto, de compartirse el 
presente voto, se sugiere: 1)  Confirmar el 
pronunciamiento recurrido en todo lo que 
ha sido materia de recurso y agravios; 2) Cos-
tas de alzada a cargo de la la accionada ven-
cida (art. 68, primer párrafo, del CPCCN); 
3)  Fijar los honorarios de la representación 
y patrocinio letrado de las partes actora y de-
mandadas, por su intervención en esta ins-
tancia, en el 30% respectivamente, de lo que 
les corresponda percibir por su actuación en 
la instancia anterior (art. 38 de la LO. y ccds. 
ley arancelaria).

El doctor Gregorio Corach dijo:

Por compartir los fundamentos del voto 
que antecede, adhiero al mismo.

El doctor Daniel Stortini no vota (art. 125 
de la L.O.).

Por lo que resulta del acuerdo que antece-
de, el Tribunal resuelve: 1) Confirmar el pro-
nunciamiento recurrido en todo lo que ha 
sido materia de recurso y agravios; 2) Costas 
de alzada a cargo de la la accionada vencida 
(art. 68, primer párrafo, del CPCCN); 3) Fijar 
los honorarios de la representación y patro-
cinio letrado de las partes actora y deman-
dadas, por su intervención en esta instancia, 
en el 30% respectivamente, de lo que les 
corresponda percibir por su actuación en la 
instancia anterior (art. 38 de la LO. y ccds. ley 
arancelaria).

Cópiese, regístrese, notifíquese, oportu-
namente cúmplase con lo dispuesto en el 
art. 1º de la ley 26.856 y con la Acordada de 
la CSJN Nº 15/2013 y devuélvase. — Gregorio 
Corach. — Leonardo J. Ambesi.

Ante el Juzgado Nacional de Prime-
ra Instancia en lo Civil y Comercial 
Federal N° 10, Secretaría N° 20, sito 
en Libertad 731 9° piso de esa ciudad, 
tramita el pedido de ciudadanía ar-
gentina del Sr. EDWARD DANIEL LO-
PEZ BRITO de nacionalidad venezo-
lana con DNI N° 95.731.629 según el 
expediente “LOPEZ BRITO, EDWARD 
DANIEL s/ SOLICITUD DE CARTA DE 
CIUDADANÍA” Exp. N° 10575/2021. 
Por ello cualquier persona que tu-
viere conocimiento de algún aconte-
cimiento que estimara podría obstar 
a dicha concesión, deberá hacerlo 
saber a este Juzgado. Publíquese por 
dos días.

Buenos Aires, 1 de diciembre de 2021
Matías M. Abraham, sec.

LA LEY: I. 27/04/22 V. 28/04/22

El Juzgado Nacional de Primera Ins-
tancia en lo Civil y Comercial Federal 
N° 8 a cargo del Dr. Marcelo Gota, 
secretaría N° 16 a mi cargo, sito en 
Libertad 731 7° piso de Capital Fe-
deral, hace saber que MAYERLIN 
GERALDIN BECERRA DOS SANTOS 
de nacionalidad venezolana con DNI 
95.959.954 ha peticionado la con-
cesión de la ciudadanía argentina, a 
fin de que los interesados hagan sa-
ber a este Juzgado las circunstancias 
que pudiesen obstar a dicho pedido. 

Publíquese por dos días. El presente 
deberá ser publicado por dos veces 
en un lapso de quince días en el dia-
rio LA LEY.

Buenos Aires, 17 de marzo de 2022
Sebastián A. Ferrero, sec.

LA LEY: I. 27/04/22 V. 27/04/22

COM 2379/2022 ROSSO, SERGIO 
HERNAN s/CONCURSO PREVENTI-
VO. El Juzgado Nacional de Prime-
ra Instancia en lo Comercial Nº 18 
a cargo de la Jueza Dra. Valeria 
Pérez Casado, Secretaría Nº 35, a 
cargo del secretario Santiago Do-
ynel, sito en Marcelo T. de Alvear 
1840 P.B. de esta Capital Federal, 

comunica por cinco días que con 
fecha 23/03/2022 en los autos ca-
ratulados “ROSSO SERGIO HER-
NAN s/CONCURSO PREVENTIVO 
(Exp. 2379/2022)”, se dispuso la 
apertura del concurso preventivo 
de SERGIO HERNAN ROSSO, CUIL 
20-20799770-7, en la que se desig-
nó como síndico al contador Néstor 
Ariel Mira CUIT 20- 20723363-4 
con domicilio procesal en Sarmien-
to 1179, piso 4, oficina 44 CABA do-
micilio electrónico 20207133634, 
teléfonos 43831397 / 15356110345, 
correo electrónico de contacto nest-
mira@yahoo.com.ar, ante quien los 
acreedores deberán presentar las 

peticiones de verificación y los tí-
tulos justificativos de sus créditos 
hasta el día 26/05/2022 mediante 
proceso de verificación no presen-
cial ingresando al sitio web https://
sites.google.com/view/rosso-con-
curso-preventivo/procesos-activos 
y presencial residual (con turno 
previo) según protocolo estableci-
do en el día 23/3/2022. El síndico 
presentará los informes previstos 
en los arts. 35 y 36 LCQ los días 
8 de julio del 2022 y 5 de agosto 
del 2022, respectivamente. El 13 
de febrero de 2023 se publicará la 
propuesta de pago. La audiencia 
informativa (art. 45 de la LCQ) se 

llevará a cabo 9 de marzo de 2023 
y el período de exclusividad vence el 
día 15/03/2023. El auto que orde-
na el presente edicto dice: “Buenos 
Aires, 23 de marco de 2022, [...] 3. 
En consecuencia, de conformidad 
con lo dispuesto por los arts. 14 y 
253 L.C.Q. -texto ordenado según 
ley 26.684-., se dispone: […] n) or-
denar la publicación de edictos en la 
forma prevista por los arts. 28 y 29 
de la ley concursal en el Boletín Ofi-
cial y ‘La Ley’...”. Buenos Aires, 23 de 
Marzo de 2022.

Buenos Aires, 11 de abril de 2022
Santiago Blas Doynel, sec.

LA LEY: I. 25/04/22 V. 29/04/22

Edictos
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